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RESUMEN EJECUTIVO 
 
“La renovación teórico-conceptual del delito en el nuevo código orgánico integral 
penal -COIP-”. 
El nuevo Código Orgánico Integral Penal, tiene una elaboración técnico-sistemática 
acorde con la actual dogmática penal, que fue elaborada a lo largo del  siglo XX; pues, el 
vigente Código Penal de nuestro país del año 1938, está plagado de incongruencias y 
contradicciones al punto de ni siquiera definir con exactitud que es delito; ni tampoco 
elementos básico de antijuridicidad y culpabilidad. Grandes tratadistas de talla 
internacional como Raúl Eugenio Zaffaroni criticaron la falta de sistematización 
coherente del Código Penal ecuatoriano; y en el ámbito interno, fue cuestionado por 
autores siendo Ernesto Albán Gómez y Rodrigo Bucheli Mera. Por ello, el aspecto de 
profundo contenido que se aprecia en el Código Orgánico Integral Penal.es “la 
renovación teórico-conceptual del delito incluyéndose la estratificación del mismo en los 
elementos de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad”, aspecto que será tratado en la 
presente investigación jurídica. 
PALABRAS CLAVE:  
 Delito  
 Acción Final  
 Antijuridicidad  
 Imputabilidad  
 Culpabilidad. 
 
xiv 
 
 
ABSTRACT 
“Theoretical-conceptual renewal of offense in the new penal integral organic code – 
COIP-“ 
 
The new Penal integral Organic Code has a technical-systernatic design in accordance to 
the current penal doctrine, prepared along XX Century. The current Penal Code passed in 
year 1938 is full of inconsistencies and contradictions; hence, not even offense has not 
been accurately, or basic elements of anti-legality and culpability. Great international 
writers, such as Raul Eugenio Zaffaroni critizizized the lack of consistent systematization 
of the Ecuadorian Penal Code, and in the internal field, it wasc questioned by its authors 
Ernesto Alban Gomez and Rodrigo Bucheli Mera; hence, the deep content sees in the 
Penal Integral organic Code is “the theoretical-conceptual renewal of offense, including 
stratification of the same in typicity elements, anti-legality and culpability, aspects that 
have been addressed in the current legal investigation. 
 
KEYWORDS: 
Offense 
Final Action 
Anti-legality 
Imputabulity 
Culpability 
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INTRODUCCIÓN 
La presente Tesis  trata sobre, un aspecto trascendente que se deriva de la definición de 
delito que recién se va a incorporar en la legislación penal ecuatoriana, por ello, este 
trabajo se lo ha titulado: “LA RENOVACIÓN TEÓRICO-CONCEPTUAL DEL DELITO EN EL 
NUEVO CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL -COIP-”. 
Se puede apreciar con suma claridad cómo es que el Código Penal de 1938, aún vigente, 
ni siquiera tiene una definición legal de lo que es delito. Con ello se dejaba todo a la 
elucubración de los juzgadores, quienes, para la época y aún después (es decir hasta la 
actualidad) han estado imbuidos de conceptos variopintos sobre lo que es el delito, es 
decir: 
a) Desde los rayanos en el más absurdo positivismo lombrosiano; 
b) Pasando por los defensores del clasicismo de Francisco Carrara; y, 
c) Unos pocos sí, imbuidos de las teorías modernas del delito, pero que también 
fluctuaban entre: 
1. Los defensores de la Teoría del Tipo Penal en términos generales; 
2. Pasando por los normativistas neokantianos alineados con las teorías de 
Mezger; 
3. Continuando con un buen número de los finalistas partidarios de la Teoría de 
Hans Wellzel; y, 
4. Terminando en los más diversos sostenedores de varias líneas conceptuales de 
la supuesta Teoría Objetiva de la infracción penal. 
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Un simple muestreo empírico, y anecdótico personal, puede reflejar la profundidad de los 
problemas jurídico-penales derivados del a-sistematismo (falta de sistematización 
orgánica) del aún vigente Código Penal: 
Pasaba unos días en las playas de Salinas, aprovechando uno de los feriados y, por 
casualidad, conversé con un turista que también visitaba esas playas cuya carpa estaba 
localizada junto a la de mi familia. Como una de las clásicas preguntas que se hacen es: 
“¿y usted en qué trabaja?”, él manifestó que era juez de lo penal de la provincia del 
Guayas, en la ciudad de Guayaquil. No diré su nombre por razones obvias; pero me 
alarmó el hecho de que supo manifestarme lo siguiente:  
“Soy juez, ya hace muchos años; y ya le tengo, como se dice, cogido el ojo al 
asunto. A mí, me basta mirarle la cara al delincuente, y sé que ese es 
culpable. ¡Pucha, eso sí que no me falla nunca!” 
Atiné a replicarle: O sea que los Isaías, como son guapazos, son inocentes por los grandes 
atracos que hicieron al país y a todos los depositantes de FILANBANCO. 
-“¡Ah! no, pues, es que eso es otra cosa, mi niña, respondió”. Y ahí terminó la conversación 
sobre este asunto.4 
Aquel hecho anecdótico, y sumamente casual, refleja a las claras, cómo ha sido el talante 
de la juridicidad y de la judicialidad penal en el país. Por ello, era indispensable la 
promulgación de un nuevo cuerpo legal en esta materia, como el que se ha aprobado ya 
por parte de los órganos y funciones legislativas pertinentes, pero que entrará en vigencia 
después de ciento ochenta días de su publicación en el Registro Oficial. 
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De este nuevo cuerpo jurídico-objetivo, denominado Código Orgánico Integral Penal, se 
abordará en esta propuesta investigativa, solamente lo que concierne a LA 
RENOVACIÓN TEÓRICO-CONCEPTUAL DEL DELITO. 
El presente Proyecto de investigación jurídica está dividido en cinco capítulos: 
El primero trata sobre El Problema, su contextualización macro, meso y micro; análisis 
crítico, prognosis; delimitación del objeto  de la investigación y de las unidades de 
observación; el trazo de los objetivos y los señalamientos sobre la justificación. 
El segundo capítulo aborda el Marco Teórico, partiendo de los Antecedentes  
Investigativos, las Fundamentaciones: Filosófica, Jurídica, Doctrinaria, Legal-positiva, 
Sociológica o Social y Teórico – Científica; luego formula la hipótesis y determina las 
variables. 
El tercer capítulo establece el marco metodológico de la investigación partiendo de su  
Modalidad básica que se ha empleado; consigna luego el Nivel o Tipo de investigación, 
establece la Población y la muestra, determina la Matriz de Operacionalización de 
variables y las Técnicas e instrumentos  para la  recolección de datos; y, termina 
formalizando tanto el Procedimiento de la Investigación, como el Procesamiento de la 
Información. 
El cuarto capítulo expone la interpretación y el análisis de los resultados en base a los 
datos y la información obtenida por medio de las encuestas, con lo que se verifica si se 
cumplieron los objetivos y si se comprobó la hipótesis; y, se establecen las pertinentes 
conclusiones y recomendaciones. 
Finalmente, en el quinto capítulo se formulan las respectivas propuestas teórico- jurídicas 
inherentes; y que se desprenden de toda la investigación real. 
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CAPÍTULO I.  
EL PROBLEMA 
Tema 
“LA RENOVACIÓN TEÓRICO-CONCEPTUAL DEL DELITO EN EL NUEVO CÓDIGO 
ORGÁNICO INTEGRAL PENAL -COIP-” 
1.1  Planteamiento del problema 
En el aún vigente Código Penal existe una falla de profundo contenido y trascendencia, 
que es, además, realmente atentatoria contra la ciencia jurídica, contra los derechos 
humanos, contra las garantías constitucionales y hasta contra los principios universales 
del debido proceso sustantivo, que fueron establecidos desde los tiempos de la 
Revolución Francesa, allá por el siglo XVIII, en agosto del año 1789. 
El hecho básico es que el (Código Penal , 1938), ni siquiera define lo que es delito o 
infracción penal; y su artículo primero empieza por consagrar una apertura ilimitada e 
indiscriminada de la penalización cuando dispone: 
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“Leyes penales son todas las que contienen algún precepto sancionado con 
la amenaza de una pena.” 
De esta disposición legal expresa, se derivaban una serie de consecuencias jurídico-
doctrinarias y normativo-sistemáticas, impropias e inadecuadas para la seguridad 
ciudadana, como las siguientes: 
a) Se consagra la completa dispersión de la normativa penal, y en razón de ello se 
“imponían  penas” desde: por medio de la Ley de Caminos, hasta en la Ley de 
Hidrocarburos, para no citar nada más que dos casos relevantes; 
b) Sucedía una violación a algo tan básico y elemental para la juridicidad del Estado, 
pues: siendo que en materia penal están expresamente prohibidas las 
interpretaciones extensivas, se dejaba al libre arbitrio de los juzgadores el 
determinar aquello que constituiría DELITO, es decir: los jueces podían 
establecer, a su criterio, qué mismo era aquel elemento básico del ordenamiento 
penal positivo: el delito; 
c) Al quedar toda la determinación conceptual del delito en el ámbito de la 
judicialidad penal (es decir en manos de la elucubración de los jueces y 
magistrados), pero entre cuyas instituciones del sistema penal se cuenta la policía, 
resultaba que se implantaba un real Estado Policíaco; 
d) Los reflejos objetivos y materiales de dicho Estado Policíaco se los podía hallar a 
través de múltiples hechos y disposiciones legales expresas, como: 
1. En los contenidos de la Ley sobre Sustancias Estupefacientes y 
Psicotrópicas, la cual determinaba que los Informes Policiales no pueden ser 
impugnados y que, por consiguiente, hacen prueba plena en el juicio penal por 
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tráfico de drogas, con lo que al detective del tráfico de drogas solamente le 
faltaba dictar sentencia (Estas disposiciones eran tan violatorias de las más 
elementales garantías constitucionales, que se declaró la inconstitucionalidad 
de ellas, por parte del entonces Tribunal de Garantías Constitucionales); 
2. En los clásicos Informes Policiales de sus “investigaciones” por casos de 
Detención Provisional, en los que podía leerse, con no poca extrañeza: “Se 
halla que el detenido es culpable del delito de…”¡Y el policía determinaba EL 
DELITO sobre el que lo había hallado “culpable” al investigado!; o, 
3. En disposiciones legales como la del artículo 173 del Código de 
Procedimiento Penal vigente hasta el años 2000, en el que pese a que la 
Constitución de la República disponía que “ninguna persona puede ser detenida 
por más de veinte y cuatro horas con objetivos de investigación”; dicho artículo 
determinaba que sí puede ser detenida por cuarenta y ocho horas (Y en la 
práctica se la detenía por tiempo aún mayor). 
¿Y qué decir  de los sistemas de tortura policial que se aplicaban de manera usual, 
frecuente, acostumbrada; y que era tenida como normal dentro de los procesos penales? 
Muy vasto es el ámbito de los problemas jurídico-penales que se desprendían de la simple 
falta de definición de delito o de infracción penal, como sí se lo hace en el nuevo cuerpo 
jurídico positivo que entrará en vigencia después de 180 días de su promulgación en el 
Registro Oficial, esto es, desde el 10 de agosto del año 2014. 
Pero, de aquellos problemas como los enunciados, se va a abordar en la presente 
investigación propuesta solamente la renovación teórico-conceptual del delito, inserta, ya 
como norma legal objetiva, en el Código Orgánico Integral Penal -COIP-. 
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1.1.1  Ubicación del problema en un  contexto socio-cultural 
¿Cómo juzgar un delito si no se sabe en qué consiste esta entidad jurídica que es materia 
y objeto substancial del juzgamiento? 
Esta es una interrogante básica, más que obvia, pero, esto es lo que sucedía en la realidad 
jurídica-positiva del país: el Código Penal de 1938, que a la fecha de elaboración del 
presente trabajo todavía se halla vigente, y lo estará hasta el 10 de agosto del presente año 
2014,se refiere a “delitos” y de “delincuentes”, en la forma más liviana e indiscriminada, 
sin determinar en ninguna de sus normas en qué consiste, o de qué se trata, o a qué se 
denomina delito. 
Para entender semejante falencia jurídico-normativa, es indispensable remitirse a 
determinados hechos históricos de la juridicidad universal, como por ejemplo, que en la 
llamada Edad Mediase imputaba por “delito” cualquier falta que a la jerarquía eclesiástica 
le parecía herético, al punto de que se llegó a convertir en delito el simple hecho de 
pensar, de razonar, y mucho peor aún: el hecho de realizar investigaciones científicas 
objetivas. 
Por ejemplo casos similares ocurrieron también en el territorio ecuatoriano, cuando 
pensadores como Eugenio Espejo, el prócer quiteño de la independencia americana, fue 
perseguido y ajusticiado, sin ninguna fórmula de juicio, por el simple hecho de haber 
descubierto que era la suciedad y la falta de higiene de la ciudad de Quito, la que 
producía la germinación y el desarrollo de bacterias, las mismas que infestaban el 
ambiente y provocaban enfermedades como Las Viruelas.- Espejo hace un 
cuestionamiento implícito al rol de los médicos ante este problema epidemiológico.  Pero 
a la par de estas opiniones, Espejo,  también, hace “reflexiones”, -con la sutileza 
indispensable- respecto al entorno político y social de la Real Audiencia de Quito.  Estas 
aseveraciones, que en el fondo fueron críticas a la situación de aquel entonces, sirvieron 
de pretexto a algunos médicos quiteños y a la comunidad de los frailes Bethlemitas, para 
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que condenaran el texto de Espejo, bajo la argucia de que en sus páginas se habían 
 proferido calumnias en su contra.  
Por esta razón, es decir por defender un deber de conciencia, el Prócer 
Eugenio de Santa Cruz y Espejo fue procesado. El juicio se siguió en Bogotá, 
pues por ese tiempo la Real Audiencia de Quito pertenecía al Virreynato de 
Nueva Granada, Espejo viajó a defender su causa y fue absuelto. Así lo 
consigna (Rodas Chávez, 2010, pág. 27). 
Esta referencia histórico-jurídica evidencia lo injusto del sistema penal impuesto por el 
feudalismo teocrático en las Colonias americanas; y demuestra que, desgraciadamente, el 
país es heredero de aquel “Sistema” inquisitivo, oprobioso e infamante, al punto que hasta 
en el Código Penal de 1938 se omitió definir lo que es el objeto mismo de una imputación 
delictiva: el delito. 
Con tal omisión, todo se dejó al supuesto “arbitrio de la doctrina”, lo que significaba 
penalizara los seres humanos según el criterio jurídico que asuman los juzgadores, 
conforme a sus creencias, a sus percepciones y/o a sus adherencias respecto a tal o cual 
orientación filosófico-criminal. 
Pero las cosas son mucho más graves aún, pues, cuando se expidió el Código Penal de 
1938 (aún vigente al tiempo en que se realiza el presente trabajo) ya se había llegado a 
ciertos niveles de elaboración teórica del Derecho Penal, y se habían impuesto Principios 
Jurídicos a través de los cuales se fundamentaban ciertas normas rectoras, como el 
Principio de Legalidad, el mismo que postulaba: no puede existir delito sin ley previa, 
según se estableció desde los tiempos de la Revolución Francesa, cuyo postulado se 
consolidó, casi cien años después, por parte de Francisco Carrara en su “Programa de 
Derecho Criminal”. 
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Efectivamente, Francisco Carrara es el más grande científico del Derecho Penal en su 
época.  Es él quien crea varios de los sustentos jurídicos de la ciencia penal moderna, los 
mismos que se mantienen firmes y robustecidos por investigaciones y teorías posteriores.  
Es más: muchos de sus postulados constituyen, hasta hoy, la piedra angular de los 
Principios del Debido Proceso Sustantivo. 
A Francisco Carrara le corresponde el mérito de haber afirmado el principio jurídico 
fundamental establecido por la Revolución Francesa, cuya “Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano”, en su artículo 5, disponía: 
“La ley sólo tiene derecho a prohibir los actos perjudiciales para la 
sociedad. Nada que no esté prohibido por la ley puede ser impedido, y nadie 
puede ser constreñido a hacer algo que ésta no ordene” 
Esta proclamación de la Revolución Francesa estableció y fijó un hito histórico, como 
Principio General de la Juridicidad en todas las ramas del Derecho, al decir que “nada (en 
sentido absoluto) que no esté prohibido por la ley puede ser impedido” 
Como se podrá apreciar, la disposición jurídica es categórica, entraña un Principio 
decisivo y concluyente.  No deja lugar a dudas; o sea, viene a significar que: sólo aquello 
que esté expresamente prohibido por la ley, puede ser impedido.  
De manera que si no existe una prohibición legal expresa, se entiende que la ley permite 
todo tipo de actos, hechos, convenios o negocios jurídicos; y por lo tanto a nadie se le 
puede impedir lo que no está prohibido; esto es: que no lo puede prohibir ninguna 
autoridad ni funcionario, sea éste administrativo, legislativo, judicial, local, policial, o de 
cualquier índole. 
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Visto desde otro ámbito jurídico, esa disposición emanada como parte intrínseca de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, y que tuvo dimensiones Universales desde el mes 
de agosto de 1789 en que fue expedida, significa que todo aquello que la ley no lo 
prohíbe, se encuentra absolutamente permitido; y las personas pueden ejecutar actos, 
manifestar opiniones, realizar investigaciones, proferir afirmaciones, y, en fin, hacer todo 
lo que no esté prohibido por alguna norma legal. 
Desgraciadamente, en la vida real de los Estados, las cosas no sucedieron conforme a la 
disposición anotada; y, por ejemplo, aquella norma no fue aplicada al campo del derecho 
penal, como debió haber sido. 
Pero este hecho tiene su explicación o causa: fue producto de la presión ideológico-
cultural, es decir, es el efecto de una herencia de mil quinientos años de dominación 
teocrático-feudal que se había ejercido en toda Europa y en los países colonizados por ese 
Continente. 
Fue así como a pesar de que en 1807 se expidió el primer Código Penal en Francia y 
seguidamente, un año después el de Bélgica, en la práctica, los sistemas penales 
heredados del feudalismo no cambiaron: 
 Continuaron los castigos penales sin normas previas, como la criminalización 
de los reclamos sociales o laborales; 
 Persistió la interpretación extensiva de las normas penales existentes; 
 Se impusieron tipos penales que hoy se denominan “de mera liberalidad”, 
porque hacen referencia, por ejemplo, a “las buenas costumbres” o, 
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 Hasta se llegó a imponer como requisito para ejercer los derechos de 
ciudadanía, el hecho confeso de “ser católico” como ocurrió en el Ecuador, 
por medio de la Constitución de 1869. 
Y ya que se ejemplificó el caso de las referencias a “las buenas costumbres”, es necesario 
recalcar  que consta en el todavía vigente Código Penal, como en el artículo 604; y que 
constaba en el Capítulo III, del Título Octavo, Libro Segundo, que trataba "De la 
Corrupción de Menores, de los Rufianes y de los Ultrajes Públicos a las Buenas Costumbres", 
que se lo sustituyó por disposición del artículo 12 de la Ley 105-PCL, publicada en el 
Registro Oficial Nº 365 del 21 de julio de 1998, suprimiendo la frase resaltada con 
negrillas y cursivas. 
Sobre tal respecto, es necesario hacer las siguientes reflexiones, por medio de estas 
interrogantes: 
 ¿A cuáles “costumbres” se refieren aquellas normas penales?; o dicho de otro 
modo: 
 ¿Cuáles son las “buenas” o las “malas” costumbres que se penalizan? 
 ¿Quién las califica como “buenas” o “malas” a las costumbres que van a ser 
penalizadas y/o que efectivamente se penalizan?  
 ¿Quién es funcionario, órgano, autoridad o juez facultado para apreciar si una 
“costumbre” es buena o mala? 
 ¿Y en esa apreciación de la “buena” o “mala” costumbre no estará presente la 
creencia, la fe y los prejuicios ético-morales o religioso-culturales de quien 
realiza tal apreciación, como cuando en Guayaquil, a través de una simple 
Ordenanza, el Alcalde prohíbe que los habitantes del Cerro Santa Ana se 
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siente en la puerta de su casa vestidos con simple camiseta, y los obliga a 
ponerse camisa? 
Estas interrogantes se tornan más graves, si se constata que no existe una definición de lo 
que es delito, (como tampoco podría haber sobre aquello que es una “buena” o “mala” 
costumbre) con lo que frente a tipos penales como los que se acaban de manifestar, la 
institucionalidad se vuelve arbitraria, represiva sin más y hasta genera inseguridad 
ciudadana. Así, una información periodística del 8 de febrero de 1939, publicada en 
Diario EL DÍA, da cuenta que 
“… el ciudadano Julián Padilla chofer de la Plaza del Teatro fue detenido 
por la policía y llevado al cuartel cercano donde fue cruelmente golpeado 
hasta desfigurarle completamente el rostro. Lo hicieron que amanezca a la 
intemperie y lo soltaron al siguiente día. El argumento de los policías es que 
el detenido ‘se había burlado de ellos’, silbándolos” 
Este tipo de penalización arbitraria se genera bajo una política penal que establece un 
sistema jurídico-normativo en el que no se define la entidad esencial que va a ser materia 
de juzgamiento o de incriminación, y, como en la noticia transcrita, los policías se sienten 
facultados, legalmente, para golpear a un ciudadano, como arte de sus potestades penales. 
De allí que, vistas las cosas desde el ámbito jurídico-doctrinario, tuvo su gran mérito 
histórico-jurídico el aporte trascendental de Francisco Carrara, maestro del llamado 
Derecho Penal Clásico, por múltiples razones y fundamentos entre los que vale destacar, 
de manera especialísima: 
a) Por la sistematización jurídica de la ciencia penal, como parte determinante de la 
juridicidad del Estado; 
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b) Por el hecho de haber sentado firme el Principio de Legalidad en el ámbito penal, 
con una definición de delito que es muy clara; y, 
c) Porque se remite a la ley como fuente de toda infracción penal, de cuyo sustento 
jurídico se desprende que no puede haber delito sin ley. 
Efectivamente, (Carrara, 1986, pág. 37), define al delito en los siguientes términos: 
“NOCIÓN DE DELITO. El delito civil se define así: es la infracción de la 
ley del Estado, promulgada para proteger la seguridad de los ciudadanos, y 
que resulta de un acto externo del hombre, positivo o negativo, moralmente 
imputable y socialmente dañoso.” 
El principio de legalidad sentado en esa definición es demasiado concluyente para la 
época, pues, determina en primer lugar, que solamente puede ser considerado delito: la 
infracción de una ley expresa del Estado, expedida con tal objetivo, con el objetivo de 
proteger la seguridad de los ciudadanos. 
No compete entrar en mayores análisis de este particular, pues lo que interesa a esta parte 
del trabajo investigativo, es dejar sentado este Principio Jurídico Universal de legalidad, 
que en materia penal se lo debe al Clasicismo, o al Derecho Penal Clásico, inaugurado e 
impuesto, a fuerza de razón, por el maestro Francisco Carrara. 
Francisco Carrara, realmente es un adelantado para su época; y sentó las bases para el 
futuro desarrollo de la estructura compleja del delito, la misma que, hasta hoy no es 
suficientemente comprendida y peor aplicada, como ocurre con esta disposición del 
artículo 13 de nuestro Código Penal. 
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En efecto, si el Código Penal de 1938 comienza estableciendo en su artículo primero que 
“Leyes penales son todas las que contienen algún precepto sancionado con la amenaza 
de una pena”; y, luego, por medio del artículo 13 determina que quien “se incurrirá en la 
pena señalada para la infracción resultante, aunque varíe el mal que el delincuente quiso 
causar”, significa que se está imponiendo un concepto implícito de delito por el 
resultado, sin voluntad del autor, sin dolo, sin consciencia, sin conducta. 
Estas consecuencias lógico-jurídicas se desprenden de la falta de una definición legal 
expresa sobre lo que es el delito, como institución jurídica, como objeto de conocimiento 
y, fundamentalmente, como substancia material de aquello que será razón del 
enjuiciamiento y de la pena que se imponga por medio de la sentencia. 
Pues: ¿Qué ocurría en la realidad jurídico-material, de aplicación concreta, en el sistema 
penal ecuatoriano, la indefinición legal de delito, junto a la definición expresa de 
Francisco Carrara? 
Se acaba de indicar que, para la época, aquella definición de Francisco Carrara 
constituyó un gran adelanto jurídico-científico, y más que eso, la institucionalización 
científica misma del Derecho Penal, pues ella, esa definición, fija dos campos 
substanciales en los ámbitos jurídico-conceptuales del delito: 
a) El Principio de Legalidad, puesto que el delito solamente puede constituir la 
violación de una ley del Estado expedida específicamente para ese fin: “proteger 
los intereses y la seguridad de los ciudadanos; 
b) El Principio de ACTO, acción o conducta humana dirigido expresamente a la 
violación de la norma jurídica concreta, expedida bajo los presupuestos 
determinados en el literal anterior; 
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c) El Principio de que tal acto, debía ser externo, material, concreto, tangible, 
objetivo; y no podía provenir de un acto interior (o que esté en la esfera de sus 
pensamientos o simples intenciones sin que se materialice por una acción 
externa); tampoco podría constituir delito un acto de mera intimidad que no afecte 
los valores, intereses o la seguridad de los ciudadanos como por ejemplo: el 
intento de suicidio (que sí se sancionaba en la legislación Penal de la Edad 
Media); o el simple hecho de masturbarse en la intimidad (que sí se sanciona 
penalmente en varios Estados de los EE. UU.); 
d) El Principio de que tal acción externa debe ser HUMANA, por consiguiente ya no 
se sancionaba, o no se debiera sancionar, a especies animales o a elementos de la 
naturaleza, como en la Edad Media que se sancionó penalmente, excomulgando a 
las “langostas” por haber arrasado los sembríos en Europa; o al Volcán Pichincha 
en la Real Audiencia de Quito, por haber erupcionado; o, como recientemente, un 
Juzgado de Arizona, acaba de sentenciar a un perro, con la pena de cadena 
perpetua, así lo reporta RUSIA TODAY, En Español, (mayo.2014), Un  Perro 
Fue Condenado a Cadena Perpetua en Estados Unidos. en: 
http://actualidad.rt.com/ultima_hora/view/127010-perro-cadena-perpetua-ataque-
eeuu: “Un juzgado del estado Arizona condenó a un perro de raza pitbull a cadena 
perpetua, comunica el diario 'The Huffington Post'. El perro, que mordió a un niño de 
cuatro años, al cual le causó graves heridas en los ojos y el mentón, pasará el resto de sus 
días en un refugio especial de Phoenix.”  
e) La Principio de que la acción externa humana, debía ser positiva o negativa, es 
decir cuando la persona infractora se inhibe de realizar un acto debido, a sabiendas 
de que con él obtendrá el resultado dañoso e infraccional; 
f) El Principio Jurídico de Imputabilidad, aunque su basamento sea de orden 
aparentemente “moral”, en el contexto de su explicación, Francisco Carrara 
determina que ese supuesta “carga moral”, es, más bien, producto de la voluntad y 
de la consciencia, dentro del obrar social frente a la normativa penal sancionadora. 
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Y, si existen todos estos principios jurídicos sentados por la Escuela Clásica Penal, 
desde los tiempos de Francisco Carrara: ¿dónde, o en qué, radica el problema de la falta 
de definición de delito en una ley penal positiva, como el Código Penal de 1938, si todas 
las cosas, parecerían estar suficientemente claras? 
El problema radica en que, como se puede apreciar de la definición expuesta, Francisco 
Carrara denomina delito a la simple, directa y concreta violación de la norma penal, 
asumiendo el deber de consciencia moral e interna de la persona infractora. Hay una 
relación directa de causa efecto entre el supuesto hecho material de la norma violada y la 
conformación integral de la institución jurídica llamada “delito”, por ese hecho. 
De modo que:  
“dada la violación de la ley penal, el delito se encuentra totalmente 
configurado, perfectamente establecido, ínsitamente realizado, y no cabe 
más análisis. En consecuencia se debe aplicar la pena determinada en la Ley 
penal con base a este solo hecho”. 
Luego se verá que esa sola determinación no es suficiente para la configuración del delito 
porque, conforme a la teoría instituida desde comienzos del siglo XX, 1903, esa violación 
de la ley penal es el primer elemento constitutivo del delito (la tipicidad), ya que para su 
integral determinación faltan los otros elementos constitutivos del delito, como: la 
antijuridicidad, la imputabilidad y las circunstancias objetivas de culpabilidad. 
Pero, hay más, y algo mucho más grave para la juridicidad del país en términos generales, 
y para la comprensión de las ciencias jurídico-penales en sentido particular: 
El problema inmediato, e históricamente considerado, es que 10 años después de la 
publicación de la obra de Francisco Carrara apareció la de Cesare Lombroso, titulada: 
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L’UomoCriminale (El Hombre Criminal) en la que postula una curiosa teoría, la mismas 
que, más curiosamente todavía, llegó a calar con profundas raigambres, pues, recuperaba 
toda la esencia del teocratismo-penal, represor y vindicativo. 
En efecto, según la teoría de Cesare Lombroso “no existe delito sino delincuentes”, ya 
que él determina ciertas característica anatómicas, fisiológicas y psicológicas por las 
cuales una persona es delincuente aunque jamás haya cometido infracción alguna ni 
haya hecho daño a nadie, según lo consigna  (Vargas Vargas, 1998, pág. 78).   
Para Cesare Lombroso, simplemente, los rasgos anatómicos de una persona o sus 
mecanismos orgánico-funcionales (fisiológicos) o ciertas características de sus funciones 
psíquicas, las descritas por Lombroso, son las que convierten a esa persona en criminal. 
Aunque jamás haya cometido infracción alguna. 
Esta teoría que pudo ser profundizada como valor cultural de los nacientes Estados 
liberales; que, luego, se ha cimentado en las creencias y percepciones cognoscitivas de los 
pueblos, dentro de las civilizaciones occidentales y cristianas, ha incidido de forma 
trascendental y determinante en los “supuestos del concepto de delito”. 
El hecho de que en el artículo 13 de nuestro Código penal se hable que habrá 
responsabilidad penal por un acto no querido ni previsto, bajo la frase incriminatoria: 
“aunque varíe el mal” (supuesto) que “el delincuente quiso causar” evidencia la carga 
ideológica-estigmatizante y el cómo la teoría lombrosiana subsiste vívida y firme. 
1.1.2  Delimitación del problema 
Ya con los cimientos jurídico-conceptuales que se acaban de indicar las consecuencias 
que de ello se desaten para el sistema penal positivo y para la aplicación concreta de las 
políticas penales se pueden inferir sin mayor esfuerzo. 
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Entonces, ya se puede penalizar lo que quiera, y si se revisa, aunque fuere 
superficialmente, los procesos penales incoados en su inicio por la policía nacional, se 
constatará que ha bastado la existencia de un supuesto “cuerpo del delito”, y la simple 
sospecha de que a una persona se la hubiere implicado (por medio de denuncia o por 
simple “información que llegare a las autoridades judiciales o policiales –como dispone el 
artículo 15 del Código de Procedimiento Penal anterior al hoy vigente, expedido en 1983–) tanto 
más si esa persona tiene alguno de los rasgos físicos, fisiológicos o psicológicos determinados por 
Cesare Lombroso, para que el “sindicado” (como también se lo denominaba en el CPP, 
señalado) sea hallado “culpable del delito”. En efecto, la referida disposición legal 
determina: 
“A excepción de los casos previstos en el Art. 428 de este Código, el 
ejercicio de la acción penal pública se inicia mediante auto cabeza de 
proceso, que puede tener por antecedentes: 
“1.- La pesquisa que, de oficio, efectúe el Juez o Tribunal competente; 
“2.- La excitación fiscal; 
“3.- La denuncia; 
“4.- La acusación particular; 
“5.- El parte policial informativo o la indagación policial; y, 
“6.- La orden superior de origen administrativo.” 
Por ello es que en los partes policiales que se emitían luego de haber detenido a una 
persona en base a una simple denuncia, después de haberlo sometido a torturas y de 
haberlo obligado a declarar (otras veces, incluso, sin que declare la persona apresada), 
simplemente el policía, concluía que “lo halló culpable”, incluso determina el delito por 
el que el aprehendido “es culpable”; y se lo ponía al procesado ante la realidad objetiva 
de tener que probar su inocencia. 
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La cuestión se agravante una “infracción de la ley del Estado” (según la definición de 
Francisco Carrara), cometida por parte de alguna persona del pueblo común y esa persona 
tenía alguno de los rasgos de “el hombre criminal”, como, por ejemplo, todos los 
indígenas americanos tienen pómulos salientes –para no citar más que una de las 
características del “hombre criminal” determinado por Cesare Lombroso– y la mayoría de 
mestizos también. 
Pues, alguna de las personas anotadas, ya pueden tener su sentencia condenatoria 
asegurada, sin que el juzgador se detenga en ninguna otra consideración, puesto que se 
cumplen dos presupuestos aparentemente “jurídicos” e incuestionables, para la 
concepción lombrosiana del delito: 
a) Por una parte, la infracción de la ley del Estado, promulgada para proteger la 
seguridad de los ciudadanos; sin que haya para qué detenerse en ninguna otra 
consideración pues ese hecho, según la definición de Francisco Carrara ya 
constituye delito, conforme se ha sistematizado anteriormente; y, 
b) Por otra parte, la característica más sobresaliente de sus pómulos pronunciados, 
hecho material que determina, trascendentemente, que el procesado es un “hombre 
criminal” aunque no hubiese cometido infracción alguna, mucho peor si la ha 
cometido. 
A ese respecto el ejemplo anecdótico que se expuso en la introducción de este trabajo, es 
impactante, neurálgico, y realmente tremendo: ¿Cómo un juez puede decir, con un  
categoricismo digno de mejor causa, que le basta con verle la cara al procesado para 
sentenciarlo como culpable, porque, además, “no le falla nunca”? 
El mentado juzgador dijo NUNCA: es decir que, contrario sensu, siempre sentencia como 
culpables a sus procesados, simplemente mirándolos la cara o sus facciones físicas, 
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anatómicas o fisiológicas (quizás no las psicológicas, porque eso, al menos, requeriría 
otro análisis que no está a la simple vista del juzgador). 
He ahí parte de las consecuencias antijurídicas, de la falta de definición legal sobre 
aquello que constituye el delito, pues, el Código Penal de 1938 dejó al arbitrio de 
juzgadores como lo ejemplificado anecdóticamente, pero cuyo muestreo es altamente 
significativo en vista del entorno en que se manifestó un criterio semejante; pues, si como 
contertulia no era una persona medianamente entendida en las ciencias penales, aquel 
mensaje difundido en forma tan liviana, hubiese tenido otras repercusiones cognoscitivas. 
¡Como seguramente, lo tendrá, en los círculos donde aquella persona frecuenta y difunde 
semejante desatino (por decirlo apaciblemente)! 
El Principio de legalidad, que en materia penal es mucho más rígido y estricto puesto que, 
incluso, no se permite la interpretación extensiva, exige, entonces, que sea definido, 
legalmente, aquello que constituye EL DELITO. ¿Cómo se puede dejar al arbitrio de la 
persona que juzga la conceptualización libre, bajo su libre albedrío, de lo que es delito? 
Esto significaba establecer algo peor que una tipicidad penal en blanco, puesto que si bien 
se determinaban las conductas típicas en la Parte especial del Código, en cambio la 
materialización del delito en sí, como concepto intrínseco, como entidad jurídica 
concreta, quedaba al arbitrio de quien juzgaba; y, para él (o ella) el delito podía ser 
cualquier cosa que encajara dentro del criterio de imputación, incluso estigmatizante, bajo 
los fundamentos lombrosianos, de los signos anatómicos de la persona procesada. 
El hecho de la estigmatización lombrosiana era mucho más evidente aún, cuando el 
Código de Procedimiento Penal de 1983, anterior al vigente desde el año 2000, exigía que 
como “prueba de descargo” se someta al procesado a un examen bio-métrico y 
psiquiátrico-evolutivo, por parte del Instituto de Ciencias Criminales de alguna 
Universidad o centro de salud. ¡¡¡Y esta era la “prueba” determinante de la 
“peligrosidad” del sujeto sindicado en el juicio!!!: determinante para imponerle la 
condena, toda vez que no había logrado “probar su inocencia”. 
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Todo este sistema incriminatorio implica un enrevesamiento total del sistema jurídico-
penal. Por estas razones es que el maestro (Zaffaroni, 1986, pág. 21), señala que el 
sistema penal se encamina a sancionar a los más pobres, pues quien tenía para pagar en el 
entramado del sistema, a policías, peritos o instituciones “especializadas” que hagan los 
mencionados análisis, tenía condiciones para salir exculpado aunque fuera culpable. 
“... acciones conflictivas de muy diferente gravedad y significado social se 
resuelven por vía punitiva institucionalizada, pero no todos los que las 
realizan sufren esa solución, sino únicamente una minoría ínfima de ellos, 
después de un proceso de selección que casi siempre selecciona a los más 
pobres;…”  
1.1.2.1  Universo geográfico espacial 
El país conoce varios cuerpos jurídico-penales, comenzando por el Código Penal de 1837 
que se expidió luego de haberse declarado vigentes todas las Leyes de Indias, apenas 
instituida le República del Ecuador en 1830; y si bien este cuerpo legal elimina ciertos 
delitos de herejía, sí mantiene un capítulo de delitos contra la religión. Cosa igual ocurre 
con el Código Penal Garciano, el de 1869; no obstante estos delitos son derogados con el 
primer Código Penal del siglo XX, el de 1906, conocido también como Código Penal de 
Alfaro. 
Mas, cuando se expide el aún  vigente Código Penal de 1938, se parte de la consideración 
que Los últimos Códigos Penales Ecuatorianos, que no pueden ser calificados como 
nuevos en estricto sentido doctrinario, pero que tampoco pueden ser considerados como 
antiguos en forma totalmente peyorativa; y se  afirma en la Parte Introductoria que: 
“… ni la Escuela Clásica cuyos postulados renovadores enseñan Francisco 
Carrara en su magistral "Programa" y el Marqués de Beccaria al propugnar 
que la pena ha de ser esencialmente pública, pronta, necesaria, 
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proporcionada al delito, señalada por las leyes y lo menos rigurosa posible 
atendiendo a las circunstancias, ni la Positivista sustentada por Lombroso, 
Ferri y Garófalo, son recogidas por el legislador ecuatoriano en plenitud de 
conceptos y en oportunidad de tiempo”. 
Se pretende, por lo tanto, que el Código Penal de 1938 es un cuerpo legal “neutro”, 
“ahistórico”, “puro”, pues, muy a propósito, ya estaba en boga la Teoría Pura del 
Derecho sustentada por el alemán Hans Kelsen, pero que fue acogido en Estados Unidos 
como profesor de esta Filosofía del Derecho. 
Por lo demás, en la misma Parte Introductoria del cuerpo positivo penal de 1938, que 
regirá hasta el 10 de agosto de 2014, el legislador manifiesta que ni siquiera le importa o 
no le parece pertinente la denominación del tipo o rama del Derecho sobre que está 
legislando, lo que interesa es su carácter represivo, sancionador e impositivo de penas, 
pues acota: 
“… el Derecho Penal o como quiera que se le denomine por las tendencias 
científicas ha preocupado apasionantemente a tratadistas y legisladores, 
juristas y magistrados, catedráticos e investigadores, por la razón elocuente 
de que a la par que representa un poderoso instrumento jurídico para la 
defensa de la colectividad, incide con sus efectos, la represión, la sanción o 
la pena, sobre los más preciados atributos y las más íntimas afecciones del 
hombre: su honor y su fama, su nombre, su familia y su porvenir.” 
Luego, procede a establecer una curiosa trilogía, ya de por sí estigmatizante, pues se 
determina que para efectivizar la sanción penal, en el decurso del proceso penal se arma 
una supuesta trilogía integrada por el delincuente, el delito y la pena. 
“Transformada en efectiva la relación hipotética o preventiva que se 
establece entre el Estado y sus súbditos cuando la ley tipifica los delitos y 
señala las penas no como amenaza propiamente sino como advertencia y 
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límite, se inicia de inmediato el difícil y delicado camino del proceso penal 
para juzgar la conducta ilícita, y el más escabroso aún de la ejecución de la 
sentencia condenatoria. Es cuando la trilogía integrada por el delincuente, 
el delito y la pena, se torna en sugestivo problema que concita la unánime 
preocupación de quienes participan, de una u otra manera, en la expedición 
de la regla jurídica, en su interpretación y aplicación, en la defensa del 
imputado y en la suerte del reo una vez que se pierde entre los muros, las 
rejas y las sombras de los establecimientos penitenciarios.” 
No deja de ser muy curiosa esta “trilogía” determinada por el legislador penal de 1938: 
que en el proceso penal se forma esta trilogía integrada por el delincuente, el delito y la 
pena, la misma que, además, “se torna en sugestivo problema”. Esto significa que los 
reales sujetos procesales desaparecen, se convierten en entes abstractos, pues, por medio 
del proceso penal no se trataría de conocer ni siquiera los hechos materia de la 
infracción, o lo que comúnmente se ha denominado “el cuerpo del delito”, pues ya están 
dados estos elementos (supuestos): 
a) Por una parte “el delito”; 
b) Por otra parte “el delincuente”; y, 
c) Solamente falta que se le imponga la pena 
Bajo tales circunstancias y formas concretas de concebir al delito y al proceso penal, los 
sujetos procesales ya están predestinados; ya no tienen nada que hacer, de modo que el 
proceso penal no va a estar encaminado más que a tasar la pena e imponérsele al 
supuesto “delincuente”; puesto que, desde el inicio mismo del proceso penal ya existe 
aquella trilogía que además es “sugestiva”, en el sentido de que tiene su carga conceptual 
rígida, con apariencia de incuestionable. 
Entonces: 
 ¿Qué mismo es el delito? 
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 ¿En qué consiste eso que el legislador supone que forma la primera parte de su 
“trilogía”? 
 ¿Cuáles son sus contenidos jurídicos? 
 ¿Por qué se denomina delito y no cualquier otra cosa? 
 ¿En base a qué se establece la existencia del otro elemento de su trilogía: el 
“delincuente”? 
 ¿Cómo se sabe que alguien es “delincuente” si no se sabe lo que es delito? 
 
Sin embargo, a pesar de la indefinición substantiva y esencial de lo que sea o deba 
constituir el delito, a partir de aquella falsa “trilogía” y los demás supuestos imaginarios 
establecidos como premisas “a priori”, es que el legislador ecuatoriano, infiere aquello 
que comienza instituyendo como norma primera del (Código Penal , 1938): 
“Art. 1. Leyes penales son todas las que contienen algún precepto 
sancionado con la amenaza de una pena.” 
Y bajo tal precepto, el legislador supone que 
“El Derecho Penal Ecuatoriano no podía dejar de lado tan complejo 
quehacer. Lo ha observado con atención creciente y lo ha practicado 
acatando las recomendaciones de la dilatada y multifacética (sic!) doctrina y 
los sabios consejos del Derecho Comparado, siempre a medida de sus 
recursos y en armonía con la realidad de su ambiente.” 
Pero esta última no es más que una frase discursiva, sin contenido concreto, y además 
contradictoria pues el legislador penal de 1938 ya había anteriormente señalado que no se 
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adhiere a la escuela clásica ni a la positivista, a pesar de que las ensalza; y, en tales 
condiciones o bajo tales premisas conceptuales: 
 ¿De qué acatamiento a “las recomendaciones de la dilatada y multifacética 
doctrina se puede hablar? 
 ¿Y cuáles son esos “sabios consejos del Derecho Comparado”?. 
Quedan planteadas estas interrogantes, pues, en el análisis de la parte teórica se verá, 
entre otras cosas, lo que afirma el gran penalista Luis Jiménez de Asúa sobre la falsa o 
supuesta, sistemática “multifacética”, del Código Penal ecuatoriano. 
No obstante, si se analizan las disposiciones  concretas del Código Penal de 1938, resulta 
incuestionable su adherencia al positivismo lombrosiano más primitivo, es decir: al 
concepto jurídico del “delincuente sin acto”; y al de un indefinido “delito” que va a estar 
determinado por “todas las normas que contengan algún precepto sancionado con la 
amenaza de una pena”. 
Y así es cómo, efectivamente, ha ocurrido en la realidad jurídico-penal del país, bajo la 
normativa jurídica del Código Penal de 1938: que hay sanciones penales impuestas a 
través de las leyes de hidrocarburos, la ley de caminos, la ley de régimen municipal, la ley 
de aduanas (ya derogada), las leyes tributarias, las denominadas leyes penales policiales y 
leyes penales militares, etc. “Basta que contengan algún precepto sancionado con la 
amenaza de una pena”, para que esa norma sea penal, y se considere, ya, confrontada la 
“trilogía” que se expone en la Parte Introductoria de dicho Código Penal: “el delito”, “el 
delincuente” y “la pena”. 
Es incuestionable, por consiguiente, la inseguridad jurídica generalizada que se había 
instituido en el país, por medio la no definición de lo que es delito, a través del Código 
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Penal de 1938. Entonces, se podía sancionar lo que quiera, bastaba que existiera la norma 
sancionatoria, el supuesto “delincuente” y la sanción penal venía por añadidura para 
cerrar la famosa trilogía anotada. 
¿Pero es que, acaso, nadie es “delincuente” mientras no haya sido sentenciado por un 
“delito”? 
Mas, si se considera la existencia de “delincuentes”, como parte de la trilogía “procesal” 
según lo expone el legislador en la Parte Introductoria del Código Penal de 1938: 
¿Dónde queda el Principio Jurídico Universal de Inocencia, mientras no exista una 
sentencia condenatoria ejecutoriada?; o, dicho de otro modo: 
¿De dónde sacó el legislador a tales “delincuentes” de su “trilogía”, antes de ni 
siquiera comenzar el proceso penal, ya que este tiene como base o inicio tal proceso? 
Pero esta es la institucionalidad penal, estigmatizante, que se había instituido en el país; y, 
por ello, es que se tiene dos rasantes conceptuales en general, y jurídicas en particular, 
para medir y/o designar, en grupo, a quienes tienen, o no, el estigma de “delincuentes”. 
Por ejemplo: 
A) En el último saqueo a los fondos públicos, y a todos los ahorros que los (as) 
ecuatorianos (as) tenían depositados en los bancos, por ningún medio se ha 
denominado por su nombre a dichos saqueadores o atracadores, incluso 
después de que muchos de ellos han recibido sentencias condenatorias: apenas 
se los ha llamado “corruptos”, muy delicadamente; y, 
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B) Pero en cambio,  los medios de comunicación se llenan de titulares denominando 
“hampones”, “rateros”, “criminales”, “ladrones” y otros epítetos 
estigmatizantes, contra humilde gente del pueblo, que es aprehendida, en ciertas 
raterías, algunas de ellas famélicas. 
Esto demuestra que se ha impuesto un sistema del estigma a las personas como núcleo 
conceptual supremo, o como premisa fundamental-básica, para una especie de taxonomía 
(clasificación) de la población ecuatoriana en que: 
a) Unos son delincuentes per se, y pasan a formar parte ínsita de aquella “trilogía” a 
la que se refiere el legislador penal de 1938; 
b) Mientras que la otra parte de la población es la “no delincuente”, aunque cometa 
grandes atracos como los del feriado bancario y de la congelación de depósitos 
bancarios; y, 
c) Esta es la realidad fáctica generada bajo la indefinición legal de delito, y toda la 
retórica impuesta alrededor de la legislación penal de 1938. 
Y es incuestionable que tales condiciones y circunstancias generan no solamente 
inseguridad jurídica, sino un verdadero Estado de Terror, tanto más si se consideran una 
serie de supuestos hipotéticos de simples condiciones personales o situaciones de pobreza 
de las personas, que las convierte de por sí, en delincuentes. Esto se puede probar 
empíricamente a través del siguiente muestreo de dos disposiciones del originario 
(Código Penal , 1938): 
“Art. 547. […] 
“Además son considerados como reos de hurto los individuos de reconocida 
conducta delictuosa, que habitualmente se dedicaren a la comisión de 
delitos contra la propiedad y que se hallaren registrados como tales en las 
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Oficinas de Seguridad del Estado. La pena para esta clase de delincuentes 
será de uno a tres años de prisión.” 
“Art. 516. En los casos de homosexualismo, que no constituyan violación, 
los dos correos serán reprimidos con reclusión mayor de cuatro a ocho 
años.” 
He ahí muy claro  e incuestionable el estigma; y ello era tan evidente que ya a finales del 
siglo pasado hubo que derogarse semejantes disposiciones, de esos tipos penales. Así: 
a) En el caso del segundo inciso de este artículo fue suspendido por resolución del 
Tribunal de Garantías Constitucionales, ratificada por el Congreso Nacional, y 
publicado en el Registro Oficial número 677, del 4 de mayo de 1987; y, 
b) En el caso del primer inciso del artículo 516, fue derogado mediante los artículos 
10 y 11 de la Ley 106, publicada en el Registro Oficial número 365, del 21 de 
julio de 1998. 
Esto prueba lo que se ha afirmado: que bajo la indefinición de aquello que constituye el 
delito como entidad jurídica, según el Código penal de 1938, se podía penalizar lo que 
quiera; y según se acaba de demostrar, se penaliza la simple  situación de pobreza y/o de 
desempleo que ponga a dichas personas en condiciones de no poder probar el origen de 
sus ingresos de simple subsistencia; entonces: 
Serán considerados individuos de reconocida conducta delictuosa, tanto más si se los 
aprehende y se “los registra”, como tales, en las Oficinas de Seguridad del Estado. ¡He 
ahí, de otra parte: el delito sin acto, sin conducta, sin acción de ninguna naturaleza o 
especie! Se sanciona la simple condición humana de desempleado. 
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Los estigmas medievales, y todos sus contenidos conceptuales como sus consecuencias 
jurídicas, están vivos, perennes e integérrimos, en esta disposición legal del segundo 
inciso del artículo 547 del Código Penal. La única diferencia radica en lo siguiente: 
a) Que durante el medio-evo se los lacraba en la frente, en los bíceps, en los pechos o 
en las espaldas con hierros candentes, para dejarles “la marca” o “el estigma”; y, 
b) En cambio, según el Código Penal de 1938, se “marca” a los seres humanos como 
supuestos “delincuentes”, por medio de un simple registro en las Oficinas de 
Seguridad Pública. 
Otra de las tipicidades realmente ominosas es la de sancionar con reclusión mayor, de 
cuatro a ocho años, la simple condición bio-fisiológica y orgánica de una persona cuya 
naturaleza funcional interna (de su sistema nervioso y de su sistema endócrino), ha 
determinado una diferente lívido sexual; es decir, la condición biológica que genera la 
llamada homosexualidad. 
Aquello equivale, para visualizar el problema muy grave de la penalización: a sancionar a 
una persona porque su hígado o su páncreas le han generado una diabetes. 
La analogía conceptual es completamente válida, porque las denominadas 
homosexualidades, provienen de alteraciones funcionales internas del organismo: en el 
sistema nervioso-central y en el sistema endócrino. Es esta disfuncionalidad lo que afecta 
a la llamada “tendencia” del lívido sexual. Esto ya fue descubierto en el año 1903 por el 
fisiólogo, padre de la psicología moderna: Sigmund Freud. ¡Pero, esta alteración 
fisiológica, era la que se penalizaba en el Código de 1938! 
Pero: ¡A tales niveles llegaba la estigmatización y las sanciones penales bajo la 
indefinición legal de lo que constituía delito! Según refiere (Baratta, 2004, pág. 21), esto 
ocurría cuando ya: 
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“La criminología contemporánea, desde los años treinta en adelante, se 
caracteriza por la tendencia a superar las teorías de la criminalidad, es 
decir aquellas que se basan en las características biológicas y psicológicas 
que diferenciarían a los sujetos ‘criminales’ de los individuos ‘normales’, y 
en la negación del libre arbitrio mediante un rígido determinismo. Estas 
teorías eran propias de la criminología positivista que, inspirada en la 
filosofía y en la psicología del positivismo naturalista, predominó entre fines 
del siglo pasado y comienzos del presente [siglo XX].” 
De modo que el no haber definido lo que es delito en el Código Penal de 1938, bajo el 
supuesto hipotético de que no se adscribe a ninguna de la “Escuelas Penales” y con el 
argumento de que “ha observado con atención creciente y lo ha practicado acatando las 
recomendaciones de la dilatada y multifacética (sic!) doctrina y los sabios consejos del Derecho 
Comparado, siempre a medida de sus recursos y en armonía con la realidad de su ambiente”, ha 
constituido una forma de evadir la responsabilidad legislativa y de implantar, el 
positivismo más craso, a través de la tipicidad penal, conforme queda demostrado. 
1.1.2.2  Universo histórico-temporal 
El criminólogo estadounidense (James Wilson, 1984), la misma que fue editada por cierta 
institución que es cuestionada alrededor del mundo por sus medios obscuros de 
financiamiento y por sus vínculos con organismos represivos y de espionaje de Estados 
Unidos, manifiesta: 
“Si en 1960, se nos hubiera preguntado cuáles medidas deberían aplicarse 
para evitar el incremento drástico de la tasa de criminalidad, habríamos 
respondido que reduciendo el nivel de la pobreza, elevando la calidad de la 
educación, demoliendo las construcciones ruinosas, promoviendo la 
organización comunitaria y orientado a la juventud descarriada.”  
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La cita que sirve de premisa a esta parte del análisis proviene de un autor estadounidense, 
es decir, de un país donde existe un sistema radicalmente distinto del Derecho, o mejor, 
no existe el derecho codificado como se lo elabora y entiende en los países latinos y otros 
que han adoptado este régimen jurídico. 
Pero es muy decidor el hecho de que un autor de tal ámbito jurídico y en las magnitudes 
reflexivas sobre la criminalidad en sí, y sus tasas estadísticas de crecimiento en los 
Estados Unidos, no se refiera al “incremento de las penas” ni a una “doble pana de 
muerte” o cosas por el estilo, como ha sido usual en el Ecuador durante las últimas 
décadas, especialmente a raíz de la última etapa histórico-constitucional, vale decir en los 
últimos treinta años anteriores al 2008 que entró en vigencia la Nueva Constitución 
ecuatoriana. 
Llama a la reflexión, y por cierto a una reflexión muy detenida, un hecho semejante: que 
un criminalista estadounidense, asesor de uno de los gobiernos más represivos de Estados 
Unidos, como fue el de Ronald Reagan, manifieste: 
a) Que los orígenes de la criminalidad no está en “la trilogía: delito, delincuente y pena” 
como lo señalan los legisladores ecuatorianos en la Parte Introductoria del Código 
Penal de 1938; y, 
b) Que las medidas a aplicarse, en búsqueda de soluciones posibles, no sean el 
incremento de las penas, ni la mayor drasticidad vindicativa del derecho penal, ni 
la estigmatización de los seres humanos, sino, y vale insistir en ello: 
1. En el nivel de la pobreza, la misma que es necesario e indispensable 
reducirla; 
2. En la calidad de la educación, la misma que debe ser  elevada tanto en su 
cobertura como en su calidad y contenidos a fin de que ese talento humano 
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pueda afrontar la vida con mayor positividad y aporte a las mejores soluciones 
de los problemas; 
3. En la existencia del hacinamiento que lo ocultan aviesamente los sistemas 
mediáticos; cuya solución radica en demoler aquellas construcciones ruinosas 
propias de los Barrios Excluyentes de Estados Unidos, aquellos como el 
Bronx; o aquellos que, ahora, gracias a la tecnología se los puede apreciar, por 
ejemplo, en : 
(http://www.youtube.com/watch?v=v62a_yMnThI, ) 
(http://www.youtube.com/watch?v=HN64DvZ3gO8, o ) 
(http://www.youtube.com/watch?v=vD2yWsYfIe8; ) 
(http://www.youtube.com/watch?v=vD2yWsYfIe8; )  
Parecería un discurso de alguno de los gobiernos que en la actualidad son denominados, 
peyorativamente, como “populistas”, porque en sus políticas y programas de gobierno 
están aplicando, algo que se parece a las formulaciones de aquel criminólogo de los 
Estados Unidos. 
De manera que la falta de definición sobre el delito, en un cuerpo jurídico-penal, ha 
llevado a otra serie de causas generadoras de mayores injusticias y a la desnaturalización 
civilizada y científica del derecho penal, como: 
a) A distorsionar toda la conceptualidad institucional del Estado en sí mismo y 
considerarlo como ente represor por excelencia, que tiene que valerse del derecho 
penal, para incriminar y criminalizar a las personas por su simple categoría social 
de pobreza (como se ha demostrado); 
b) A generar una indefinición jurídico-sistemática de todo el sistema jurídico en 
términos generales y del sistema penal en particular; 
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c) A imponer una serie de mecanismos jurídico-inquisitoriales y vindicativo-
estigmatizantes como esencia de la política penal, de su normativa concreta en la 
tipificación de delitos, y de los sistema procesales en los que, la persona 
procesada, lejos de ser garantizada sus Derechos de Inocencia, se ve ante la 
eventualidad coercitiva de tener que probarla, porque de antemano, y aún antes de 
iniciarse el proceso, ya se lo considera “delincuente”; y, 
d) A una verdadera, real y concreta judicialización del concepto de delito, pues, 
corresponde a los jueces, según su libre albedrío, y su “sana crítica”, determinar 
en qué mismo consiste eso, o sea entidad jurídica, que se llama delito: 
comenzando por quienes como el juez de la anécdota personal que motivó el 
presente trabajo investigativo; y, claro, también terminando en jueces muy 
respetables, conocedores de su materia y realmente doctos en las modernas 
ciencias penales y en la doctrina penal del nuevo siglo. 
De allí, es decir a partir de esos fundamentos, se ha generado la institucionalización del 
“delito por el resultado”, como en el artículo 13 del Código Penal aún  vigente; como los 
supuestos jurídicos de las “concausas”, en el mismo artículo 13; como el del “delito sin 
conducta y sin acto consciente, concepto penalizador también impuesto por el artículo 13; 
y, ya en sus normas específicas, sanciones penales por infracciones contra “las buenas 
costumbres”; o por la simple condición biológica de “homosexual”; o “por ser 
notoriamente vago; o, por estar registrado en las Oficinas de Seguridad Pública del 
Estado. 
Todas estas condiciones y circunstancias de la contextualización micro, determinaron la 
existencia de un ambiente generalizado de inseguridad jurídica; ya que no un verdadero 
Estado de Terror. 
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1.1.3  Formulación del problema 
¿Era apegado a los principios científicos de la juridicidad más elemental el hecho de que 
el máximo cuerpo jurídico-objetivo que instituía la penalidad en el Ecuador, no tuviera 
definido el delito ni siquiera en sus rasgos más elementales; dejando esa determinación al 
más amplio criterio discrecional empírico de los juzgadores y hasta del sistema policial? 
1.1.4  Evaluación del Problema 
Existe en el universo una relación dialéctica de la materia, entendida ésta ya como 
substancia químico-biológica o ya como elemento social en todo su entramado 
institucional: la acción <-> reacción. Toda acción genera una reacción, pues de otro 
modo la materia no será lo que es, ni las estructuras, regímenes o sistemas sociales se 
hubiesen organizado en la forma que lo hicieron, a través de la historia. Así: 
a) En los albores de la especie humana, esas comunidades primitivas no conocen 
oras formas de subsistencia que la simple recolección de substancias (plantas, 
peces, aves o animales) que les sirvieran de sustento. No hay clases dominantes, 
no hay posibilidades materiales de acumular riqueza, no existe la propiedad ni el 
concepto de ella, y, en fin, no hay Estado ni normas jurídicas; 
b) Con el desarrollo de los conocimientos y la dominación de la naturaleza, se crean 
las posibilidades y los mecanismos de acumulación de riqueza. Surgen los 
patriarcas, paterfamilias, brahmanes y otros similares que se apropian de la 
generación de riqueza colectiva. La humanidad es sometida a esclavitud, surgen 
los grandes imperios esclavistas, surgen los Estados esclavistas, surgen los 
primitivos asomos del Derecho y de un sistema de normas que se imponen bajo el 
imperio de la amenaza o del uso de la fuerza. Entonces, a pesar de todos los 
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esfuerzos por mantener sojuzgados a los esclavos, éstos reaccionan, se rebelan, se 
produce una reacción social; y, 
c) Cosa idéntica ocurre en el Estado feudal, donde el monarca era, como propietario 
único de los más grandes feudos, la personificación del Estado: “Je sui l’Etat” (el 
Estado soy YO) dice, categóricamente, Luis XIV, ante la emergencia de una 
burguesía que adquirió poder interno en Francia, y que ya no estaba dispuesta a 
seguir viviendo bajo tal sometimiento monárquico. Esta reacción social de la 
burguesía determina el nacimiento de los modernos Estados Constitucionales de 
Derecho a partir de la Revolución Francesa. 
De modo que estas matrices determinantes de la dialéctica de la historia humana, se 
reproduce en todos los ámbitos de la vida social, de la base social, del en tramado socio-
institucional, de allí que  (Bodero, 1982, pág. 5) 
“A la Criminología de la Reacción Social le correspondió el honor de ser la 
primera en romper con el paradigma etiológico (búsquedas de las causas del 
delito) que caracterizaba a la Criminología anterior. Su campo de estudio 
fue la elaboración, aplicación y  ejecución de las leyes penales (sustitución 
de ‘las teorías de la criminalidad por las de la criminalización’) postura que 
bien podría sintetizarse en la divisa ‘No hay criminalidad sin 
criminalización’. 
“Inspirada en el Interaccionismo Simbólico, sostiene que los delitos no son 
entidades ontológicas (preconstituidas naturalmente, como un árbol, una 
montaña o una flor) ni dañosas per se y su inclusión en el elenco de los 
delitos obedece a procesos de definición y selección altamente 
discriminatorios, dirigidos por quienes en un tiempo y un lugar  
determinado, detentan el poder económico y político. Son los titiriteros de 
las legislaturas los que al crear las figuras delictivas –declaradas dañosas 
cuando afectan los intereses de las minorías– los que inventan al criminal.  
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“La etiqueta (ladrón, violador, estafador, etc.) colocada por operadores del 
aparato represor (policías, fiscales, jueces) al indiciado y no la acción que 
ejecute, es lo que lo transforma en antisocial. Los operadores son meros 
instrumentos del control social formal que aplican exclusivamente a los 
marginales. Además, la etiqueta obliga a los etiquetados adoptar -aún contra 
su voluntad- un irreversible destino criminal. ¿Quién emplea a un ex-ladrón 
o estafador? ¿Acaso hasta su propia familia no rehúye al que justa o 
injustamente fuere acusado de violar a un menor?” 
Entonces, se ha partido de un sistema penal estigmatizante (como el que se ha descrito y 
demostrado) y se ha desembocado en un sistema de reacción social frente a la injusticia; y 
la criminalidad en vez de ser vencida o superada, se ha incrementado, se ha perfeccionado 
en todos los niveles; y hasta los regímenes jurídicos abonan para ello: 
De manera que bajo las conceptualizaciones y las políticas oficiales de un verdadero 
Estado delincuencial se han profundizado las estigmatizaciones, y se encarna en la 
percepción de la gente que el robo de las clases dominantes es o legítimo o deja de ser 
robo y deja de llamarse delincuencia; mientras el real o supuesto “robo” famélico de 
ciertos sectores populares, es el que, supuestamente, genera la “inseguridad”. 
De manera que se dan los siguientes contrastes jurídicos y conceptuales, como efectos de 
las distorsiones expuestas: 
a) Mientras los más grandes atracadores bancarios gozan de membrecías en los más 
altos círculos sociales y políticos del mundo, (el caso de los hermanos Isaías no es 
más que un simple muestreo) y disfrutan de las más altas consideraciones en la 
percepción de la gente y de la “opinión pública”, al punto que hasta son 
protegidos de la más grande potencia militar y hegemónica del mundo, como es 
los Estados Unidos de América; y, 
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b) Los ladrones famélicos, son portaestandartes de los estigmas y contra ellos se 
vierte la saña social, la vindicta del sistema judicial, las políticas de 
“endurecimiento de las penas”, hasta los clamores por la implantación de la pena 
de muerte; y, en el culmen de estas manipulaciones mediáticas: las ejecuciones in 
situ transmitidas como “espectáculos maravillosos” por esos medios de 
comunicación, con gran despliegue, como si fueran “naturales” y dignos de ser 
imitados, generalizados o reproducidos fastuosamente. 
Es así cómo se ha destrozado toda noción jurídica, toda validez del derecho y toda 
racionalidad en el sistema penal. De allí el hacinamiento en los reclusorios: mal llamado 
“centros de rehabilitación social”, como que la simple denominación de un reclusorio 
cambiara la realidad. Con razón existe un refrán popular que dice: “el hábito no hace al 
monje”, cuando el hecho real es que se han generalizado las exclusiones, por medio de 
todo el sistema jurídico-penal. Con razón, el doctor   (Bucheli Mera, 1995, pág. 78), dice 
lo siguiente: 
“Ocurre como consecuencia de lo dicho... que (se) trata de ubicar la 
realidad humana, individual, aislada de la interrelación con el devenir 
social, dentro de un esquema que trata de dividir a la humanidad en 
delincuentes y no delincuentes, y establecer clasificaciones de conducta 
humana como si fueran objetos de uso." 
Tales son los efectos jurídico-contextuales de la indefinición legal del delito, de una falta 
de sistemática general en el cuerpo jurídico del Código Penal de 1938 y todo el sistema 
de criminalización inquisitorial; que ha determinado el establecimiento de delitos por el 
resultado, las violaciones al Principio Jurídico Universal y constitucional de Inocencia del 
procesado, incluso mediante la inversión del sistema procesal, poniéndole al acusado ante 
la eventualidad de tener que probar su inocencia. Todo esto es lo que ha generado una 
verdadera inseguridad jurídica dentro del sistema penal ecuatoriano. 
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Una situación semejante no podía continuar dentro de un Estado de Derechos y de 
Justicia, como el que se ha instituido en el país. El Régimen de Derechos y sus principios 
de aplicación no permitían que se mantenga un día más aquel sistema oprobioso de 
penalización por medio del estigma, del segregacionismo y de una feria de “los titiriteros 
de las legislaturas los que al crear las figuras delictivas –declaradas dañosas cuando afectan los 
intereses de las minorías– los que inventan al criminal” (BODERO: et al). 
No se corresponde con la legitimidad jurídica de un Estado Constitucional de Derecho, y 
peor aún si es un  “Estado de Derechos y De Justicia”, la subsistencia de un sistema legal 
penalizador que ni siquiera tenga definido en su cuerpo jurídico fundamental lo que es el 
delito. Esto que parece tan obvio, se había omitido, preconcebidamente, en el Código 
Penal de 1938, bajo el supuesto de “neutralidad ante las distintas escuelas penales”. 
Hoy, el artículo 11 de la Constitución determina los principios angulares por los que debe 
regirse el Régimen de Derechos, los mismos que tienen una esencia jurídico-normativa de 
tutela efectiva, de ejecutoriedad, de inmediatez en su aplicación y de real supremacía 
frente a otros cuerpos legales. 
Bajo este régimen genérico, que también se podría denominar universal y absoluto, de 
derechos constitucionales, se adscriben, además, los principios del debido proceso, 
sustantivo y adjetivo, establecidos por medio de lo que hoy se denominan Derechos de 
Libertad; y por si no fuera suficiente, los principios del debido proceso penal; y los 
derechos especiales de las personas privadas de libertad: 
Ante disposiciones jurídico-constitucionales como las que quedan transcritas in extenso 
en vista de su importancia contextual dentro del presente trabajo, ocurrió que los 
ejecutores normativos del sistema judicial, especialmente del ámbito penal, tuvieron que 
someterse a estas prioridades determinadas por el señalado Régimen de Derechos, entre 
otras cosas: a la aplicación directa, inmediata e incondicional de la normativa anterior. 
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Pero, un sistema judicial fiel, no sólo a los privilegios turbios y subterráneos (de real 
economía “negra” como la denominan en Europa) que genera un sistema jurídico-penal 
como el que se ha descrito y evidenciado con suficiencia; sino, además, fiel a todas las 
concepciones inquisitorias, vindicativas, positivistas primitivas y lombrosianas 
arraigadas, no estaba dispuesto a permitir que un Régimen de Derechos, como el 
instituido, tuviera vigencia plena, concreta, real y práctico-constructiva. 
Entre los hechos que dichos funcionarios judiciales (en los más diversos niveles) 
desencadenaron, con presteza, para crear escándalos y parafernalias mediáticas opuestas a 
la vigencia contextual de este Régimen Constitucional de Derechos, fue: poner en libertad 
de la forma más liviana, apresurada e inconsulta a más de la mitad de la población 
carcelaria existente al tiempo en que entró en vigencia la Constitución del 2008. 
Pero, tampoco hay que mirar con ingenuidad ni cándidamente los hechos que se dejan 
señalados en el inciso anterior, sabiendo, y conociendo, el manejo subterráneo-oculto 
(pero muy bien conocido por la opinión pública porque es un secreto a voces) del sistema 
judicial, de los procesos penales y de sus decisiones o providencias, no es extraño que en 
tales hechos haya existido una real circulación de influencias por “gratificaciones” o 
“recompensas” ocultas, y que, no precisamente fueron puestos en libertad los 
aprehendidos que se denominan “polillas” a lo interior de los centros penitenciarios. Estos 
no tuvieron recursos para ello, es decir, para obtener su libertad, tan livianamente. 
Lo cierto es que se generó el escándalo esperado, tuvo su efecto mediático-perceptivo y 
se generó una “opinión pública” opuesta a las disposiciones constitucionales que se 
dejaron transcritas. En tal campaña mediática no faltaron los recursos conceptuales-
emotivos sobre “la inseguridad”, “los criminales sueltos” “lo pernicioso del garantismo”, 
etc., etc. 
Estos hechos se complementaron con otros que no corresponden al ámbito jurídico de 
este análisis pero es necesario anotarlo para contextualizar la prognosis: los jueces de la 
niñez y adolescencia que tienen jurisdicción para conocer, resolver y viabilizar los 
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derechos de alimentos, extendieron boletas de captura contra personas de la tercera edad 
que, supuestamente, eran obligados subsidiarios de las pensiones alimenticias. Y lo 
hicieron sin respetar, en absoluto, sus derechos al beneficio de orden y exclusión, por 
ejemplo. Con esto se levantaron nuevos escándalos. ¡Definitivamente: la función judicial 
no estaba dispuesta a los cambios! 
Retornando al tema específico del presente trabajo de investigación, es muy claro que 
estos problemas, dentro del ámbito del sistema penal, habrían seguido persistiendo si no 
se hacía una reforma profunda a la propia legislación penal. 
Y es a esta necesidad jurídica que ha respondido la promulgación del nuevo (Código 
Orgánico Integral Penal) COIP, el mismo que, entre otras cosas: define lo que es delito; y 
lo hace, abarcando la significación genérica de infracción penal, a través del artículo 18, 
en los siguientes términos: 
“Artículo 18.- Infracción penal.- Es la conducta típica, antijurídica y 
culpable cuya sanción se encuentra prevista en este Código. 
Los pormenores, contenidos y trascendencia jurídica de esta definición se la analizarán en 
el siguiente capítulo, dentro del Marco teórico. 
1.2  Objetivos 
1.2.1  Objetivo general 
Demostrar porqué la definición legal y expresa de delito, inserta como norma positiva 
concreta en el nuevo Código Orgánico Integral Penal, constituye toda una renovación 
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teórica conceptual de la juridicidad en esta materia, la misma que abonará para la 
seguridad jurídica de los ciudadanos ecuatorianos, para la certeza de la materia que se 
juzga y para el real cumplimiento de las garantías constitucionales y del Régimen de 
Derechos en el Ecuador 
1.2.2  Objetivos Específicos: 
 Determinar porqué, siendo el Derecho Penal el primer instrumento 
normativo que se instituye en la humanidad, se convierte en el mecanismo 
propicio de la represión contra los pueblos y naciones; 
 Establecer los conceptos de bienes jurídicos tutelados por el derecho penal 
a través de la historia; 
 Realizar un estudio jurídico-comparativo, entre la legislación penal de 
1938 aún vigente y el Código Orgánico Integral Penal en materia de los 
sistemas político-penales que confluyen en la definición de delito;  y, 
 Trazar los lineamientos jurídicos sobre la trascendencia jurídico-objetiva 
que implica la renovación teórico-conceptual del delito, por el simple 
hecho de haberlo definido en el nuevo Código Orgánico Integral Penal -
COIP- . 
1.3  Justificación 
Esta investigación es importante y se justifica por las siguientes razones: 
 Porque va a constituir un aporte teórico, de buen sustento jurídico sobre la 
definición legal del delito, su trascendencia legal positiva en la historia jurídica 
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del país y sus efectos en la institucionalidad penal, tanto por su nueva concepción 
objetiva cuanto porque, al fin, se garantizarán los principios del debido proceso. 
 Al demostrarse cómo se generará, de modo concreto, el respeto material a los 
Principios del Debido proceso, esta investigación se justificará por su aporte 
práctico-objetivo, pues generará una comprensión real de lo que es el delito en sí, 
es decir, de lo que constituye el objeto y esencia de aquello que se juzga en el 
sistema judicial del país, dentro del área penal. 
 Como se trata de un nuevo ámbito jurídico normativo, el que concierne a esta 
investigación, ésta se justifica también por su originalidad e innovación en cuanto 
al planteamiento jurídico esencial, dentro del Régimen de Derechos establecido 
por la Constitución vigente. 
 Los beneficiarios de los aportes que se darán en la presente tesis serán toda la 
población ecuatoriana, ya que el sustento jurídico-doctrinario de esta 
investigación permitirá que el foro ecuatoriano y especialmente los ejecutores 
normativos del sistema judicial, conozcan la trascendencia de la renovación 
teórico-conceptual del delito en el nuevo Código Orgánico Integral Penal -COIP-. 
 Se justifica la presente investigación, también por el impacto que tendrá en la 
seguridad jurídica del país para el nuevo Estado de Derechos y de Justicia 
instituido constitucionalmente en el país. 
43 
 
 
 
 
CAPITULO II.  
MARCO TEORICO 
2.1  Fundamentación teórica 
Hay un hecho que resulta incontrastable e inconcuso: no se puede juzgar actos y/o hechos 
supuestamente “delictivos” si no se sabe en qué consiste el delito; es decir, si en la ley de 
la materia, aquella que instituye “los delitos”, no se define qué mismo es ese objeto 
jurídico denominado delito. 
Uno de los adelantos conceptuales dentro del pensamiento universal, fue el de la 
determinación de los llamados HECHOS SOCIALES, definidos como objetos 
particulares del conocimiento. Esto ocurría desde finales del Siglo XIX, cuando ya se 
había consolidado la llamada Revolución Industrial; se había instituido el Estado de 
Derecho por medio de la Revolución Francesa, cuyo modelo se reprodujo a nivel mundial 
durante aquel Siglo; y, de otra parte, se había consolidado el conocimiento científico a 
través de las ciencias naturales. 
Por consiguiente, por medio de las ciencias sociales, según manifiesta (Navarrete Urrieta, 
2008, pág. 40): 
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“[se trataba de]… ordenar la sociedad imperante, la cual había sido 
modificada por la Revolución Industrial, repercutiendo en el ámbito social. 
Así, considera que la principal tarea de los teóricos de la sociedad de su 
época, era dotar a sus estudios de un método científico propio. Esto 
permitiría a las ciencias sociales, constituirse en una ciencia autónoma, de 
manera análoga a lo sucedió, en siglos precedentes, en el campo de las 
ciencias naturales…” 
De allí que  en materia de las ciencias sociales, y del Derecho que forma parte de ellas, 
las cosas no podían ser dejadas al acaso. Desde comienzos del Siglo XX, se trató de 
superar el fatal, y absurdo, “naturalismo” jurídico-conceptual del delito planteado por un 
médico-psiquiatra, Cesare Lombroso, quien había postulado su teoría del “hombre 
criminal”, según la que “no existen delitos sino hombres delincuentes”. 
En efecto, según la teoría lombrosiana, no existe el delito a consecuencia de un acto 
humano externo, positivo o negativo, como lo postuló Francisco Carrara a mediados del 
tercer cuarto del siglo XIX (1864), sino que existen “hombres criminales” en vista de sus 
facciones, contextura anatómica, rasgos físicos, funciones psicomotrices (como la zurdés, 
por ejemplo), extensión de sus extremidades (como la acromegalia; o sea: el hecho de 
tener los brazos muy largos o más largos de “lo normal”), etc. 
De manera que según la teoría lombrosiana una persona es delincuente por su simple 
fisonomía, por su contextura anatómico-fisiológica o por su funcionalidad psicomotriz y 
no porque haya cometido alguna infracción penal; el lombrosianismo considera que las 
personas son delincuentes per se, aunque jamás hayan cometido un acto que les fuera 
reprochable siquiera, y aunque sean un dechado de virtudes. Basta su apariencia, para 
reputarlos como criminales. 
Es desde este punto de vista de un médico psiquiatra como fue Cesare Lombroso, que, 
convertido en fundamento teórico-jurídico esencial, aquel juez al que se hizo referencia 
en la parte introductoria, afirmaba con categoricismo y hasta con muestra de orgullo: “A 
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mí, me basta mirarle la cara al delincuente, y sé que ese es culpable. ¡Pucha, eso sí que 
no me falla nunca!.” 
Y este ha sido el rasante (nivel) intelectual y cognoscitivo con que, (salvo las honrosas 
excepciones que por ventaja sí las hubo, y las hay, en el país), han actuado los operadores 
normativos de la institucionalidad penal, comenzando por jueces, pasando por los ya 
extintos pero no menos famosos “jueces de instrucción” y terminando en los miembros de 
la policía. 
Frente a hechos como estos es que se produjo el remezón de las ciencias penales, con la 
Teoría del Tipo Penal, obra de Ernesto Von Beling, publicada en 1903. 
Pero en lo que atañe a objetivizar las ciencias penales, de conformidad con las nuevas 
postulaciones cognoscitivas de las ciencias sociales, tuvo un papel relevante Edmundo 
Mezger, en la década de 1930, conforme lo anota (Ramos Rodríguez, 2001, pág. 97)  
“El esfuerzo de Edmundo Mezger por tender un puente entre lo normativo y 
lo científico-natural se manifiesta en sus investigaciones sobre la 
imputabilidad, con mayor claridad que en ninguna otra parte. A esta tarea la 
llama él la ‘secular’ misión de nuestra época. El incorporar de modo 
orgánico los resultados de la ciencia empírica de la época ‘naturalista’ a 
una nueva ciencia jurídico-penal valorativa…” 
Por esto último es que aquellos hechos distorsionantes del sistema penal ecuatoriano, no 
podían ser imputables a la sola responsabilidad individual ni personalísima delos sujetos 
operadores de la normativa penal (jueces o auxiliares y hasta policías), puesto que las 
falencias radicaban en la propia esencia de las disposiciones legales, comenzando por el 
hecho intrínseco de que en el Código Penal no estaba definido ni siquiera lo que era el 
delito. 
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Al no estar definido expresamente por medio de la Ley lo que era el delito, todo quedaba 
librado a la interpretación y, claro, se aplicaban las normas generales de la hermenéutica 
jurídica, consignadas en el artículo 18 del Código Civil, cuya regla segunda y tercera 
disponen: 
“2ª Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, 
según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las 
haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su 
significado legal; 
“3ª Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido 
que les den los que profesan la misma ciencia o arte, a menos que aparezca 
claramente que se han tomado en sentido diverso…” 
¿Qué pasaba entonces con la palabra “delito” si no se hallaba expresamente definida y si, 
para todos sus efectos, no tenía un significado legal? 
Se recurría, como dispone la regla tercera que se ha transcrito, a interpretar en el sentido 
que a la palabra “delito” le daban quienes profesaban la ciencia o arte del derecho penal: 
comenzando por quienes a través de cuatro mil años de cultura penal (esto es desde el 
primitivo Código de Hammurabi) promovían el “ojo por ojo y diente por diente”; y/o 
aplicando aquel sistema inquisitorial que se heredó de los tiempos más oprobiosos de la 
dominación colonizadora española, es decir: una visión teocrático-feudal e inquisitiva del 
delito. 
En efecto, si se mira el conjunto del sistema penal, todo estaba imbuido de grandes cargas 
positivistas lombrosianas, como eso de denominar “delincuente”, por medio del artículo 
13 del Código Penal, a la persona que comete una infracción, sin que el juicio se haya 
consumado y sin que una sentencia condenatoria así lo haya declarado, a sabiendas que: 
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a) No todo infractor es “delincuente”; y, que, además: 
b) No toda infracción penal constituye delito porque falta analizar los otros 
elementos constitutivos de él, como: la antijuridicidad, la imputabilidad, el dolo (o sea 
la voluntad y la consciencia del acto infraccional) y las circunstancias o condiciones 
objetivas de la culpabilidad. 
Sólo cuando se cumplen con todos aquellos elementos enunciados, se puede hablar de 
delito y de “delincuente”; pero aun así: para determinarlos, se debe seguir un debido 
proceso, dentro del cual el imputado o acusado tenga todas las garantías de defenderse. 
Sin embargo, el artículo 13 del Código Penal aún vigente, habla de “delincuentes” que 
“serán responsables, e incurrirán en la pena señalada para la infracción resultante”. ¡Esto es 
lombrosianismo puro! 
¿Y qué decir de los sistemas procesales? 
Basta echar una breve ojeada al Código de Procedimiento Penal anterior al del año 2000, 
que fue promulgado por la Cámara de Representantes el año de 1983, mediante la Ley 
134 promulgada en el Registro Oficial número 511, del 10 de junio de dicho año. 
Allí se puede apreciar cómo estaba estructurado el proceso penal, de modo que se 
colocaba al procesado ante la eventualidad objetiva de tener que probar su inocencia. 
Así: 
a) Se instituía lo que se denominaba una “etapa del sumario” en la que EL JUEZ, 
supuestamente, realizaba las “investigaciones procesales”; 
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b) Pero, en la realidad, había una etapa previa denominada “levantamiento del auto 
cabeza de proceso” que podía tener por base, una denuncia o un Informe Policial 
de aquellos a los que se ha hecho referencia (entre otras); 
c) El señalado “auto cabeza de proceso”, lo levantaba un empleado del Ministerio de 
Gobierno (que podía ser intendente, comisario y hasta teniente político), y que, 
además, actuaba como “juez de instrucción”; 
d) Desde el informe policial ya se compilaban las supuestas PRUEBAS, de modo que 
dicho Informe constituía “prueba” salvo que el “sindicado” (así lo denominan al 
procesado) PRUEBE LO CONTRARIO; 
e) Aquello determinaba que la persona denunciada, aprehendida por la institución 
policial e incomunicada, debía PROBAR SU INOCENCIA y, esto, controvertía 
todo principio universal de los Derechos Humanos, toda garantía constitucional, y 
todo resquicio de un Debido Proceso; 
f) El juez, en la susodicha “etapa del sumario”, se limitaba a reproducir las 
supuestas pruebas presentadas por la policía en sus “informes” de investigación, o 
por los “acusadores particulares” si los habían; 
g) Pasaba el juicio a manos del fiscal, una vez que el juez había evacuado las 
supuestas “pruebas” en el “sumario”; y aquél, el fiscal, se limitaba a dar su 
opinión: ésta era su “vista fiscal”; 
h) Si la “vista del fiscal” estaba de acuerdo con lo que ya había colegido el juez 
como criterio judicial acusatorio a través de las supuestas pruebas dadas por la 
policía, entonces la sentencia condenatoria era irremediable (porque el procesado 
no había logrado probar su inocencia); e, 
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i) Pero aún si el criterio del fiscal era contrario al del juez y “se abstenía de acusar”, 
sin embargo de ello, el juez podía hacer prevalecer su criterio y sentenciar 
condenando al “sindicado”, ya que él era dueño de las supuestas pruebas. 
Ese Código de Procedimiento Penal fue reformado por dos ocasiones antes de la vigencia 
del actual: 1. Mediante Ley 72 promulgada en el Suplemento del Registro Oficial 
Número 574, del 23 de noviembre de 1.994; y, 2. Mediante Ley 104 promulgada en el 
Registro Oficial número 848, del 22 de diciembre de 1.995. 
Fue en 1995que por medio de las reformas señaladas se instituyeron los Tribunales 
Penales, los mismos que, en el fondo, reproducían lo que se había “probado” en el 
“sumario”; y dictaban sentencia en una especie de audiencia pública, “oral”; audiencia 
que en el fondo ratificaba lo ya actuado por la policía, por el fiscal y por el juez. 
Así ha funcionado el sistema inquisitorio de la legislación penal ecuatoriana, de allí que el 
solo hecho de haber conceptualizado, y definido legalmente lo que es el delito, por parte 
del nuevo cuerpo positivo penal, COIP, constituye una renovación trascendente. 
Pero al mismo tiempo, se torna indispensable un análisis a profundidad, sobre sus 
contenidos, sus consecuencias y sus efectos jurídicos para la institucionalidad legal del 
país, y para su Régimen de Derechos. 
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2.1.1  Antecedentes de estudio 
2.1.1.1  Antecedentes Investigativos  
Los antecedentes de estudio de esta investigación jurídica; parten de una visión teórico-
conceptual del delito, toda vez que no puede existir en un ordenamiento jurídico-positivo, 
el supuesto de “delito”, sin que se lo defina en forma concreta, expresa y clara. 
Se tornaba urgente e indispensable la definición legal de lo que es el delito. Y este 
requisito básico de la ciencia penal, de la razón y de la lógica jurídica se ha cumplido con 
la promulgación del nuevo Código Orgánico Integral Penal, COIP, poniendo fin a todo 
tipo de supuesta especulación teórico-doctrinaria, para, en el fondo, aplicar dichas 
especulaciones en los términos más discrecionales, a voluntad del juzgador, incluso con 
argumentaciones sesgadas y, nuevamente, como dice el maestro Eugenio Raúl Zaffaroni: 
“seleccionando a los más pobres”. 
Los antecedentes de la presente investigación para tesis de tercer nivel, que trata sobre la 
renovación teórico-conceptual del delito en el nuevo Código Orgánico Integral Penal -
COIP-, se hallan en el propio hecho de aprobación de este cuerpo legal por parte de los 
pertinentes organismos legislativos del país. 
La pregunta, muy obvia, que surge ante tal hecho de cambio en una de las materias 
jurídicas de mayor trascendencia para los ciudadanos ecuatorianos, es la siguiente: 
¿Y por qué el Código Penal de 1938, que seguirá vigente hasta 180 días posteriores a la 
promulgación del COIP en el Registro Oficial, no definía lo que es delito, siendo que 
dicho concepto constituye la materia o el objeto intrínseco de aquello que se juzgaba? 
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Las explicaciones son varias, y cada una más profunda que otra: van desde la herencia del 
Estado Teocrático, Feudal e Inquisitivo que se instauró al instituirse la República del 
Ecuador, desde 1830; hasta el simple copismo de otros cuerpos legales europeos, los 
mismos que se expidieron en medio de serios conflictos político-religiosos, como fue la 
imposición del fascismo en Italia y Alemania, cuando se expide el Código Penal de 1938. 
No en vano el gran tratadista español, (Jiménez de Asúa, 1986), radicado en Argentina en 
vista de que fue víctima de la persecución fascista en su país de origen, y nacionalizado 
argentino, manifiesta en el primer tomo:  
“En el vigente Código del Ecuador, la copia del precepto italiano ha sido 
sólo a medias... el régimen de concausas... las enclava en la parte general, 
pero se aparta de la fórmula del Código Fascista, puesto que admite la 
atenuación en su heterogéneo artículo, señalado con el número 13 ... La 
fórmula del código ecuatoriano es harto dudosa.   El hecho de admitir las 
concausas, invalida la equivalencia, aunque el párrafo último más bien 
perece aludir a una serie causal intercurrente.  A nuestro juicio, se trata de 
una de esas redacciones que pretende ser práctica y que por ello huye de 
toda afiliación teórica, aunque más bien se adscribe a una vacilante 
causalidad adecuada…” 
Como se aprecia, la cita del autor indicado se refiere a los contenidos del artículo 13 del 
vigente Código Penal de 1938, en el que a más de las “concausas” señaladas se 
determinan una serie de conceptos jurídicos estigmatizantes contra el procesado, y 
establece el “delito por el resultado”, con lo que desaparece el concepto de conducta, de 
intencionalidad, de dolo, de consciencia y de voluntad, como parte de la estructura misma 
del delito. 
Entonces, con normas como aquella del artículo 13, era perfectamente explicable la 
actitud, y el criterio juzgador, de aquel juez al que se hizo referencia en la parte 
introductoria, como simple muestreo empírico de lo que sucede en el ámbito de la 
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judicialidad penal, en la comprensión misma del delito y en las consecuencias de una falta 
de definición legal, de esta entidad jurídica llamada delito. 
Por eso se plantea que el simple hecho de haber definido el delito en el nuevo cuerpo 
jurídico positivo penal, implica una total y profunda renovación teórico-conceptual del 
delito, para el ámbito de la juridicidad ecuatoriana, de la seguridad jurídica de sus 
ciudadanos/as y para la vigencia plena del Régimen de Derechos, dentro del nuevo 
Estado de Derechos y de Justicia. 
Para fortalecer los criterios y contenidos jurídico-doctrinarios de la investigación que se 
propone, se han realizado amplias consultas a tratadistas de renombre como: 
 (Becaria Cesare, 1986) 
 Francisco Carrara, (1986) Programa de Derecho Criminal, Ed. Astrea, Buenos 
Aires 
 Cesare Lombroso, (1982) El Hombre Criminal, Ed. La Ley, Buenos Aires 
 Ernesto Von Beling (1952) Die Lehrevom Verbrechen (El Aprendizaje del 
Crimen): obra en la que crea la Teoría del Tipo Penal, Ed. Universidad de La 
Plata. 
 Edmundo Mezger, (1956) Derecho Penal, Parte General T. I, Ed. Tirant Lo 
Blanch, Madrid 
 Hans Wellzel, (1956) Derecho Penal, Parte General, Trad. Carlos Fontán 
Ballestra, Ed. Roque Depalma, Buenos Aires 
 Raúl Eugenio Zaffaroni, (1986) Manual de Derecho Penal, Cárdenas Editores, 
México. 
 Alfonso Zambrano Pasquel, (1992) Derecho Penal, La Teoría Finalista del 
Delito, Ed. Edino, Guayaquil 
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 Ernesto Albán Gómez, (1992) Derecho Penal, Ed. MYL, Quito 
 Rodrigo Bucheli Mera, (1998) La Criminología Crítica, Editorial Jurídica del 
Ecuador, Quito. 
Otras obras consultadas, se enlistan en la bibliografía inserta dentro de esta tesis. 
2.1.1.2  Antecedentes históricos 
La preocupación central de la humanidad desde cuando inventó el lenguaje conceptual, es 
la necesidad de su precisión en el significado de las palabras, las mismas que según 
Sigmund Freud (1992: T.I, p. 1083) pertenece a un “segundo sistema de señales”, puesto 
que se crean percepciones cognoscitivas humanas por medio de la palabra, al punto que 
una misma palabra dicha en forma inadecuada puede, no sólo llevar a comprensiones 
equivocadas, sino, incluso, provocar traumas bio-psico-sociales. 
(Irving Copi, 1962, pág. 45), refiere por ejemplo el caso de una niña de apenas unos 
cuatro años de edad cuyo padre era un prominente político de Estados Unidos, es decir, 
que pertenecía al “Tammany Hall”, esta empresa o maquinaria electoral de dicho país, al 
que pertenecen los “lobbystas” y sin cuya pertenencia no pueden elegir ni ser elegidos (y 
tampoco pueden tener influencia o participación en los asuntos del Estado). 
De paso sea dicho: es precisamente a este Lobby estadounidense que pertenecen los 
prófugos de la Justicia, ex propietarios del FILANBANCO, hermanos Isaías, y, gracias a 
ello pudieron acceder a ser propietarios de cuatro canales de televisión, e influenciar en el 
propio Congreso de los Estados Unidos para evitar, hasta, hoy, su deportación, ya que 
pesa sobre ellos una condena penal por peculado bancario. 
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Pues bien, volviendo a los asuntos conceptuales del uso del idioma, del que trata Irving 
Copi (1962) en su obra “Lógica del Lenguaje” (et al), él refiere el caso de aquella niña 
que escuchó a su padre, decir en una conversación con otros lobbystas, que esa noche 
irían al “Tammany Hall”. La niña intrigada preguntó a su padre: ¿“Que es tammany 
hall”? y el padre, evadiendo una respuesta explícita, respondió: “Hija, lo sabrás cuando 
seas grande”. Esta respuesta evasiva hizo que la niña relacionara tal idea conceptual con 
algo relativo al sexo, y más que eso aún: con algo relativo a un burdel. Y, ni aun cuando 
creció, y supo explícitamente lo que era el Tammay Hall, no pudo su mente liberar el 
asocio conceptual de tal entidad con la de un burdel. 
Esta referencia conceptual sirve de antecedente para el análisis y la fundamentación 
jurídica sobre el hecho de que en el Código Penal de 1938 no se haya definido en qué 
consiste o qué es el delito; puesto que, como señala el mismo Irving Copi (et al) 
“Aunque el proceso de inferencia no concierne a los lógicos, para cada 
inferencia posible hay un razonamiento correspondiente y son estos 
razonamientos los que caen dentro del ámbito de la lógica. En este sentido, 
un razonamiento es cualquier grupo de proposiciones tal que de una de ellas 
se afirma. Que deriva de las otras, las cuales son consideradas como 
evidencias de la verdad de la primera. La palabra 'razonamiento' se usa a 
menudo para indicar el proceso mismo, pero en lógica tiene el sentido 
técnico ya explicado. Un razonamiento no es una mera colección de 
proposiciones, sino que tiene una estructura. Al describir esta estructura, se 
emplean comúnmente los términos 'premisa' y 'conclusión'. La conclusión de 
un razonamiento es la proposición que se afirma sobre la base de las otras 
proposiciones del mismo, ya su vez estas proposiciones de las que se afirma 
que ofrecen la razón, o las razones para aceptar la conclusión, son las 
premisas del razonamiento.”  
¿Cómo pudo ser posible, entonces, que ocurra semejante situación material, y de tal 
magnitud, dentro de un cuerpo jurídico de tanta trascendencia y que está encaminado a 
imponer penalizaciones a las personas? 
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Un hecho semejante no tiene razón de ser, ni puede tener explicación, en términos 
jurídicos estrictos, y ni siquiera lógico formales, o peor como lineamiento jurídico para el 
uso del lenguaje común a las ciencias penales, pues, equivale a sancionar “delitos”, sin 
saber qué es delito. 
La falencia, equivocación, desatino o falla del legislador penal de 1938, es tanto más 
grave, si se asume que por medio de las disposiciones normativas de ese cuerpo legal se 
imponían mecanismos de coerción directa en contra de las personas, y de represión contra 
sus derechos de libertad. Entonces, no se debía manejar un cuerpo legal en forma tan 
liviana, ambigua, confusa e indefinida. 
Pero si a este hecho se agrega una leve visión panorámica de los contenidos de conductas 
típicas específicas, se tiene un verdadero cuerpo legal no solamente represor, sino una 
carta en blanco para que las personas puedan dar con sus huesos en la cárcel, bajo la 
simple óptica interpretativa de un juez o tribunal, e incluso de un policía, comisario, 
intendente o teniente político. Por ejemplo: 
a) Si no se sabe ni siquiera qué es delito: ¿se podría saber con un poco de sindéresis: 
en qué consiste el supuesto “delito de aborto”? Alguien, bajo la óptica de un 
criterio científico formado y real: ¿podría informar, ilustrar o indicar a los jueces 
“qué es el aborto”, toda vez que tampoco este hecho está definido en el Código 
Penal? De allí que este solo hecho jurídico ha provocado las más profundas 
confusiones y fundamentalismos; por ejemplo: La Iglesia Católica Apostólica y 
Romana, demandó ante el Tribunal Constitucional (que así se llamaba entonces) la 
inconstitucionalidad de la venta, en el país, de las famosas “pastillas 
contraceptivas del día después”, porque las consideraba abortivas (Bueno la 
Iglesia ha considerado abortivo hasta el uso del preservativo); y, lo peor: el 
Tribunal Constitucional declaró, sin fundamento científico alguno, que tal pastilla 
era “abortiva” (¡Otra vez el fundamentalismo dogmático contradecía a la 
objetividad material de la ciencia; como en los peores tiempos de GALILEO 
GALILEI, que ya se ejemplificaron!) y prohibió su venta.; o, 
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b) En un estudio histórico jurídico de la normativa de este Código Penal de 1938, se 
puede determinar la existencia del artículo 368, derogado por la Comisión 
Legislativa del 24 de marzo del 2009, en el que se tipificaba el giro del cheque sin 
provisión de fondos. Pero, para que se constituya la conducta penal, es decir para 
que se perfeccione el hecho típico sancionado por la aquella norma penal, se 
requería: 1. Hacer protestar el cheque; 2. Comunicar al girador “y hacerle saber” 
del hecho de tal protesto; 3. Que el girador, una vez notificado con el hecho del 
protesto, no pague en las próximas 24 horas. Sin embargo, revisando una gaceta 
Judicial de la Serie 11 (p. 1384) se halla que la Corte Suprema de Justicia 
considera que “el giro del cheque en cuenta cerrada comporta una conducta 
antijurídica, injusta, opuesta al derecho por parte del girador”. Pero: ¿De dónde saca 
esta interpretación el máximo organismo de justicia del país? ¿Acaso en materia 
penal no está prohibida la interpretación extensiva, por expresos mandatos 
constitucionales y legales? ¿En dónde se tipificaba, de manera particular o 
específica el “giro de cheques en cuenta cerrada”, para que “comporte una 
conducta antijurídica, injusta, opuesta al derecho por parte del girador”? 
Baste el muestreo de estos dos hechos evidentes y claros, para demostrar que la falta de 
definición del delito, derivada de los contenidos del Código penal de 1938, atentaba 
contra l seguridad jurídica de las personas, y colocaba a toda la ciudadanía del país ante el 
hecho de que los juzgadores podían establecer lo que es “delito”, a su arbitrio, y conforme 
a sus concepciones ideológicas o a intereses vinculantes (o vinculados) con las clases y 
los Grupos de  Poder del Estado (la Iglesia y los Banqueros en los casos ejemplificados). 
Y claro, como señala (Irving Copi):  
“La conclusión de un razonamiento es la proposición que se afirma sobre la 
base de las otras proposiciones del mismo, ya su vez estas proposiciones de 
las que se afirma que ofrecen la razón, o las razones para aceptar la 
conclusión, son las premisas del razonamiento.” 
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¿Pero: qué conclusiones se pueden obtener de algo que no está definido, de algo que 
realmente es la nada, pero que es el todo para los juzgadores en vista de que el concepto 
de delito lo pueden instituir, declarar, maniobrar e imponer a su libre arbitrio? 
Este es el error jurídico de fondo, la falencia substancial y el desatino supremo que se 
corrige con el nuevo Código Orgánico Integral Penal que entrará en vigencia a partir de 
10 de agosto del año 2014, pues en él se define esta institución jurídica de forma expresa 
y clara, de modo que, por fin, los juzgadores tendrán que someterse al ordenamiento 
legal-positivo y desaparecerá, consiguientemente, la inseguridad jurídica y el libre 
arbitrio judicial y procesal penal en contra de todas las personas. 
Por consiguiente, con la promulgación del nuevo Código Orgánico Integral Penal, se 
cierra lo que puede denominarse un negro capítulo, o una triste época, del derecho penal 
inquisitivo y vindicativo en el país. 
Ya no más jueces inquisitivos; ya no más positivismo penal lombrosiano.  Ahora, el juez 
aquel que sirvió de inspiración personal para emprender en este trabajo investigativo, 
deberá sujetarse a las nuevas normas positivas penales, a la definición expresa de lo que 
es delito, y jamás volver a juzgar mirando la cara al procesado, “porque eso nunca le 
falla”, al juez. 
La doctrina exige apego a la juridicidad, esta afirmación que parecería obvia y casi una 
perogrullada, no se ha observado en materia penal dentro de esta última época histórico-
jurídica del país que va desde el 22 de marzo de 1938,  con el Código Penal expedido por 
el general Alberto Enríquez Gallo, entonces Jefe Supremo de la República. 
De allí que con una definición legal expresa sobre lo que es el delito, se cumple con un 
deber legislativo fundamental, y elemental a la vez, para garantía de las personas. Ya no 
debía continuar la existencia de un Estado represor a través de toda una gama de 
casualidades, llamadas “delitos” y que estaban en la esfera cognitiva y realmente 
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arbitraria de los juzgadores, salvo las honrosas excepciones, que sí las hubieron, en la 
magistratura del Ecuador. 
Por las razones indicadas, se estima muy pertinente, adecuado y parte de los lineamientos 
legislativos que inspiran y sustentan a los contenidos  de la legislación positiva penal, el 
que se haya realizado un Estudio Introductorio, como “Exposición de Motivos”, en el 
propio cuerpo normativo del Código Orgánico Integral Penal, el mismo que comienza por 
determinar que: 
“La heterogeneidad de los componentes del sistema penal ecuatoriano, 
incluida la coexistencia de varios cuerpos legales difíciles de acoplar en la 
práctica, ha generado una percepción de impunidad y desconfianza.” 
En efecto: ¿Cómo no podía haber desconfianza ante un sistema penal que, supuestamente, 
no se adscribía a ninguna corriente teórico-doctrinaria, pero que en la práctica estaba 
plagado del más grande positivismo lombrosiano primitivo, y que ni siquiera definía el 
objeto sobre el cual había legislado? 
De allí que la desconfianza de la ciudadanía no era solamente un asunto, o problema, de 
formulación teórica, sino que el pueblo, y la ciudadanía en general, por experiencia 
empírica había podido constatar que la indefinición de delito llevaba a que se sancione en 
base a los titulares de prensa y a los despliegues, realmente criminales, de los medios 
televisivos, como las transmisiones de ajusticiamientos in situ, presentándolos como 
espectáculos divertidos, normales, dignos de ser imitados o hasta dignos de aplauso, 
mientras todos esos medios, se coludían y coligaban para tapar los atracos de los 
banqueros. 
Se requería por consiguiente, entre otras cosas, un sustento jurídico-doctrinario al que se 
adscriba el cuerpo positivo de la normativa penal ecuatoriana y ello ha ocurrido con la 
expedición del Código Orgánico Integral Penal –COIP–, que comienza por definir el 
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objeto y materia de dicha legislación, es decir: comienza definiendo lo que es delito; 
puesto que, como se dice en la señalada “Exposición de Motivos”: 
“El Código Penal vigente, antiguo, incompleto, disperso y retocado, ha sido 
permanentemente modificado. La codificación de 1971 ha soportado, en casi 
cuarenta años -desde octubre de 1971 hasta la producida en mayo del 2010 
cuarenta y seis reformas. A esto hay que sumar más de doscientas normas no 
penales que tipifican infracciones. 
“En materia de procedimiento penal Ecuador ha tenido más de cinco leyes. 
El Código de Procedimiento Penal vigente desde el año 2000, introdujo un 
cambio fundamental en relación con el procedimiento de 1983: el sistema 
acusatorio. Sin embargo, no fue de fácil aplicación y sufrió múltiples 
modificaciones. En total, el Código se ha reformado catorce veces. Estas 
reformas no tomaron en cuenta las normas penales sustantivas y 
pretendieron cambiar el sistema penal, modificando solamente una parte 
aislada. 
“En relación con el Código de Ejecución de Penas, este cuerpo legal se 
publicó por primera vez en 1982 y se ha reformado diez veces. Las normas 
penales de ejecución vigentes, elaboradas sin considerar las normas 
sustantivas y procesales, son inaplicables por su inconsistencia. 
Técnicamente no se puede rehabilitar a una persona que nunca ha sido 
“habilitada”, ni reinsertarla en una sociedad que tampoco es ideal para la 
reinserción. Además, el sistema funciona solo si cuenta con la voluntad de 
las personas condenadas. Esto ha generado, en definitiva, espacios propicios 
para la violencia y la corrupción. 
“Es evidente que las normas sustantivas, procesales y ejecutivas penales 
vigentes no responden a una sola línea de pensamiento. Sus contextos 
históricos son muy diversos. Las finalidades y estructuras son distintas, sin 
coordinación alguna, inclusive contienen normas contradictorias. Esto se 
traduce en un sistema penal incoherente, poco práctico y disperso.” 
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2.1.1.3  Fundamentación Legal 
Según el Código Orgánico Integral Penal,  luego de la Exposición de Motivos, que es la 
parte rectora que fundamenta los contenidos jurídico-doctrinarios de esta nueva 
legislación, y de establecer los Considerandos que motivan su expedición, hay, todavía 
más, un Libro Preliminar sobre las “Normas Rectoras”, que determinan: 
a) La finalidad del COIP; 
b) Las Garantías y los Principios Generales; 
c) Los Principios Rectores del Proceso Penal (lo que comúnmente se denomina el 
debido proceso adjetivo que ya no es “la trilogía delincuente-proceso y pena” de 
que habla el (Código Penal , 1938); 
d) Los Principios Rectores de la Ejecución de la Penas y las Medidas Cautelares 
Personales; 
e) Todo un Título sobre Los Derechos: De las Víctimas; y, de los Derechos y 
Garantías de las Personas Privadas de la Libertad;  
f) Sobre la Interpretación de las leyes penales; y, 
g) Sobre los ámbitos especiales, temporales y personales de aplicación de la ley 
penal. 
h) Luego de esta normativa explícita que abarca 17 artículos de aquel Libro 
Preliminar, el Libro Primero del COIP, que trata sobre La Infracción Penal, en su 
artículo 18, comienza por definir lo que es tal infracción; y lo hace en los 
siguientes términos: 
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“Artículo 18.- Infracción penal.- Es la conducta típica, antijurídica y 
culpable cuya sanción se encuentra prevista en este Código.” 
De modo que, ahora, ya el delito no es algo indefinido que queda librado a la idea que el 
juzgador pueda tener de él; y que puede estar constituida y matizada por todo aquello que 
la imaginación humana pueda concebir; o sea: 
a) Desde el mirarle los estigmas o señales corporales a la persona procesada; y, 
b) Hasta determinar que existe aborto antes de la concepción (¡¡¡Horror!!!), como 
lo hizo el Tribunal Constitucional, con respecto a la pastilla contraceptiva llamada 
“del día después” que evita precisamente la viabilidad de la fecundación del óvulo 
femenino; además de los ejemplos objetivos que se han presentado como 
muestreos dentro del presente estudio e investigación. 
Hoy, delito solamente es, y puede ser: la conducta típica, antijurídica y culpable cuya 
sanción se encuentra prevista en el Código Orgánico Integral Penal; y no en cualquier 
otra “ley”, como lo establecía el Código Penal de 1938. 
La situación histórica anterior: de inseguridad jurídica llegaba a niveles que se establecían 
sanciones penales incluso por vía reglamentaria, como sucedía, por ejemplo, con el 
Código Penal de la Policía Civil Nacional (hoy derogado), pero cuyo artículo primero 
disponía 
“Para los efectos de este Código son infracciones   (delitos o 
contravenciones) los actos imputables sancionados por este Código y por el 
Reglamento Disciplinario de la Policía Nacional (de modo que se 
establecían DELITOS, por vía de un simple Reglamento, lo cual era 
violatorio de todo principio universal, constitucional y legal).” 
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Aquello ya no puede volver a ocurrir en la vida jurídica de la institucionalidad penal del 
país, pues la propia definición de “infracción penal” establecida por el artículo 18 del 
COIP, determina que tales infracciones solamente están constituidas, y tienen vida 
jurídica, cuando se refiera a una conducta típica, antijurídica y culpable cuya sanción se 
encuentre prevista en el Código Orgánico Integral Penal; y en ningún otro cuerpo legal: 
ni en la ley de tránsito, ni en la ley de caminos, ni en el código tributario, ni en la ley de 
aduanas, ni en la ley de hidrocarburos, etc., etc. 
Pero, como, además, se sancionan expresamente CONDUCTAS, el COIP, asumiendo el 
contenido jurídico-conceptual y científico de conducta, ni pretende crear las nociones de 
conductas ni de “establecer conductas por vía legal”. Las conductas humanas existen 
ontológicamente y son inherentes a todas las especies orgánicas vivientes del Planeta; y, 
por consiguiente, existen en los seres humanos. 
En consecuencia, bajo esta comprensión científica universal, de conducta el Código 
Orgánico Integral Penal al sancionar conductas, conforme se determina en la definición 
sobre “infracción penal”, se define también, conforme a la lógica jurídica y al Régimen 
Constitucional de Derechos, lo que es una Conducta Penalmente Relevante, las 
modalidades en que puede manifestarse esa conducta y  las causas de exclusión de la 
conducta; todo esto se norma por medio de los artículo 22, 23 y 24 que disponen: 
“Artículo 22.- Conductas penalmente relevantes.- Son penalmente 
relevantes las acciones u omisiones que ponen en peligro o producen 
resultados lesivos, descriptibles y demostrables. 
“No se podrá sancionar a una persona por cuestiones de identidad, 
peligrosidad o características personales. 
“Artículo 23.- Modalidades de la conducta.- La conducta punible puede 
tener como modalidades la acción y la omisión. 
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“No impedir un acontecimiento, cuando se tiene la obligación jurídica de 
impedirlo, equivale a ocasionarlo. 
“Artículo 24.- Causas de exclusión de la conducta.- No son penalmente 
relevantes los resultados dañosos o peligrosos resultantes de fuerza física 
irresistible, movimientos reflejos o estados de plena inconsciencia, 
debidamente comprobados.” 
Una vez determinados, y definidos, cada uno de los contenidos que atañen a las conductas 
penalmente relevantes, a sus modalidades y a sus exclusiones; y como en la definición de 
la “infracción penal” se hace referencia a que dichas conductas, además, para que se 
configuren como tales (infracciones penales) deben ser: típicas, antijurídicas y culpables, 
estas nuevos elementos estructurales de la infracción penal, el legislador del COIP 
tampoco las deja al acaso ni a la interpretación judicial, por ello también procede a 
definirlas, en los siguientes artículos del nuevo Código Orgánico Integral Penal: 
“Artículo 25.- Tipicidad.- Los tipos penales describen los elementos de las 
conductas penalmente relevantes. 
“Artículo 26.- Dolo.- Actúa con dolo la persona que tiene el designio de 
causar daño. 
“Responde por delito preterintencional la persona que realiza una acción u 
omisión de la cual se produce un resultado más grave que aquel que quiso 
causar, y será sancionado con dos tercios de la pena. 
“Artículo 27.- Culpa.- Actúa con culpa la persona que infringe el deber 
objetivo de cuidado, que personalmente le corresponde, produciendo un 
resultado dañoso. Esta conducta es punible cuando se encuentra tipificada 
como infracción en este código. 
“Artículo 28.- Omisión dolosa.- La omisión dolosa describe el 
comportamiento de una persona que, deliberadamente, prefiere no evitar un 
resultado material típico, cuando se encuentra en posición de garante. 
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“Se encuentra en posición de garante la persona que tiene una obligación 
legal o contractual de cuidado o custodia de la vida, salud, libertad e 
integridad personal del titular del bien jurídico y ha provocado o 
incrementado precedentemente un riesgo que resulte determinante en la 
afectación de un bien jurídico. 
“Artículo 29.- Antijuridicidad.- Para que la conducta penalmente relevante 
sea antijurídica deberá amenazar o lesionar, sin justa causa, un bien jurídico 
protegido por este Código. (COIP) 
“Artículo 30.- Causas de exclusión de la antijuridicidad.- No existe 
infracción penal cuando la conducta típica se encuentra justificada por 
estado de necesidad o legítima defensa. 
“Tampoco existe infracción penal cuando se actúa en cumplimiento de una 
orden legítima y expresa de autoridad competente o de un deber legal. 
(COIP) 
“Artículo 31.- Exceso en las causas de exclusión de la antijuridicidad.- La 
persona que se exceda de los límites de las causas de exclusión será 
sancionada con una pena reducida en un tercio de la mínima prevista en el 
respectivo tipo penal. (COIP) 
“Artículo 32.- Estado de necesidad.- Existe estado de necesidad cuando la 
persona, al proteger un derecho propio o ajeno, cause lesión o daño a otra, 
siempre y cuando se reúnan todos los siguientes requisitos: 
“1. Que el derecho protegido esté en real y actual peligro. 
“2. Que el resultado del acto de protección no sea mayor que la lesión o 
daño que se quiso evitar. 
“3. Que no haya otro medio practicable y menos perjudicial para defender el 
derecho.  (COIP) 
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“Artículo 33.- Legítima defensa.- Existe legítima defensa cuando la persona 
actúa en defensa de cualquier derecho, propio o ajeno, siempre y cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
“1. Agresión actual e ilegítima. 
“2. Necesidad racional de la defensa. 
“3. Falta de provocación suficiente por parte de quien actúa en defensa del 
derecho. (COIP) 
“Artículo 34.- Culpabilidad.- Para que una persona sea considerada 
responsable penalmente deberá ser imputable y actuar con conocimiento de 
la antijuridicidad de su conducta. (COIP) 
“Artículo 35.- Causa de inculpabilidad.- No existe responsabilidad penal en 
el caso de trastorno mental debidamente comprobado. (COIP) 
“Artículo 36.- Trastorno mental.- La persona que al momento de cometer la 
infracción no tiene la capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o 
de determinarse de conformidad con esta comprensión, en razón del 
padecimiento de un trastorno mental, no será penalmente responsable. En 
estos casos la o el juzgador dictará una medida de seguridad. (COIP) 
“La persona que, al momento de cometer la infracción, se encuentra 
disminuida en su capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o de 
determinarse de conformidad con esta comprensión, tendrá responsabilidad 
penal atenuada en un tercio de la pena mínima prevista para el tipo penal.” 
(COIP) 
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2.1.1.3.1  Legislación comparada 
La no definición de la entidad que constituye la esencia de aquello que se legisla, se juzga 
y se sanciona, y que se denomina “delito”, parece ser el denominador común de todas las 
legislaciones; y, esto, no es más que una forma de ocultar las funciones represivas, 
vindicativas y violatorias de los derechos fundamentales de las personas, a través del 
Sistema Penal. 
Resulta muy curioso, por decir lo menos, que las legislaciones positivas de los países de 
habla hispana, es decir, los “herederos de la Corona Española”, y Estados-parte de la 
“civilización occidental y cristiana”, no definan en sus Códigos Penales, aquello que es 
delito, es decir, que no definan aquella entidad que les sirve de objeto y fundamento 
jurídico para sancionar a las personas, afectándoles uno de sus bienes jurídicos más 
preciados, como es el de la libertad. 
Para comenzar con uno de los casos más curiosos este estudio de legislación comparada, 
vale citar a la reciente, novísima legislación penal española, que data del año 2014, pues, 
el último Código Penal de la “madre patria” ha sido promulgado en el “Boletín Oficial de 
España”, número 54, el 2 de marzo de del 2014, y comienza por una fraseología 
discursiva, a manera de estudio introductorio, que dice: 
“Si se ha llegado a definir el ordenamiento jurídico como conjunto de 
normas que regulan el uso de la fuerza, puede entenderse fácilmente la 
importancia del Código Penal en cualquier sociedad civilizada. El Código 
Penal define los delitos y faltas que constituyen los presupuestos de la 
aplicación de la forma suprema que puede revestir el poder coactivo del 
Estado: la pena criminal. En consecuencia, ocupa un lugar preeminente en 
el conjunto del ordenamiento, hasta el punto de que, no sin razón, se ha 
considerado como una especie de ‘Constitución negativa’. El Código Penal 
ha de tutelar los valores y principios básicos de la convivencia social. 
Cuando esos valores y principios cambian, debe también cambiar. En 
nuestro país, sin embargo, pese a las profundas modificaciones de orden 
social, económico y político, el texto vigente data, en lo que pudiera 
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considerarse su núcleo básico, del pasado siglo. La necesidad de su reforma 
no puede, pues, discutirse.” 
El estudio introductorio de dicho cuerpo legal es muy amplio, de modo que se ha 
transcrito apenas el primer párrafo. 
Pero, ya en su normativa concreta de 639 artículos y once disposiciones transitorias, en 
ninguna de ellas se define lo que es delito, ni en qué constituye una infracción penal; o, 
para mirarlo con ojos más contemplativos, se puede decir que sí define al delito en el 
artículo 10 de dicho cuerpo legal; pero lo hace en los siguientes términos: 
“Son delitos o faltas las acciones y omisiones dolosas o imprudentes penadas 
por la Ley.” 
Y en el artículo 11, de dicho cuerpo penal español se agrega: 
“Los delitos o faltas que consistan en la producción de un resultado sólo se 
entenderán cometidos por omisión cuando la no evitación del mismo, al 
infringir un especial deber jurídico del autor, equivalga, según el sentido del 
texto de la Ley, a su causación. A tal efecto se equiparará la omisión a la 
acción: 
a) Cuando exista una específica obligación legal o contractual de actuar. 
b) Cuando el omitente haya creado una ocasión de riesgo para el bien 
jurídicamente protegido mediante una acción u omisión precedente.” 
Pero, ¿acaso esto no equivale a cualquier violación de una norma jurídica cualquiera: sea 
administrativa, reglamentaria, de ordenanza, estatutaria o legal? ¿En qué se diferencia, 
entonces, una infracción penal, de una infracción contractual, a la que expresamente se 
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refiere la pseudo-definición que da el artículo 10 del Código Penal español, de reciente 
factura? 
Esta es la herencia penal que ha recibido la humanidad desde los tiempos de la 
inquisición; y estos son los cambios a los que se resiste la osamenta cultural inquisidora 
vigente desde los tiempos coloniales. Esto es lo que hay que cambiar, y lo que en efecto, 
se lo  ha cambiado en la realidad del ordenamiento jurídico, y positiva penal,  del 
Ecuador, con la expedición del Código Orgánico Integral Penal -COIP- y la definición 
expresa de delito. 
Si se toma como referente a legislaciones vecinas del continente americano la realidad es 
similar. Por ejemplo, en el Código Penal vigente desde 2012, es decir que también es muy 
contemporáneo, los dos primeros artículos de su Parte Introductora, determinan: 
“Art. I.- Este Código tiene por objeto la prevención de delitos y faltas como 
medio protector de la persona humana y de la sociedad 
Art. II.- Nadie será sancionado por un acto no previsto como delito o falta 
por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido a pena o medida 
de seguridad que no se encuentren establecidas en ella.” 
Disposiciones semejantes recuerdan a los dos primeros artículos del Código Penal 
ecuatoriano de 1938, que dice que las “leyes penales son aquellas que contienen la imposición 
de una pena”; y que “Nadie puede ser reprimido por un acto que no se halle expresamente 
declarado infracción por la ley penal, ni sufrir una pena que no esté en ella establecida”. 
¿Pero: Qué es delito? Nadie lo sabe, todo queda al arbitrio del juzgador y a la 
especulación analítica, o pseudo analítica, de “los estudiosos del derecho”, quienes 
pueden publicar obras o “comentarios”, como un muy conocido texto de estudio de la 
Universidad Central, pero, corresponde a los jueces determinar tal delito de acuerdo a los 
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supuestos de su discrecionalidad, y de la no menos supuesta “sana crítica”. Y ¿esto por 
qué? Simplemente porque no está definido en el cuerpo jurídico-positivo-penal, aún 
vigente, qué es el delito. 
En el caso del norteño vecino del Ecuador, Colombia, se tiene una situación análoga, los 
dos primeros artículos de dicho cuerpo legal comienzan por determinar ciertos ámbitos 
conceptuales como la dignidad humana y la “integración”: en este concepto jurídico 
pretenden abarcar la denominada legislación internacional e derechos humanos, 
constituida por ciertos instrumentos relevantes para el ordenamiento positivo penal. 
“Artículo 1. Dignidad Humana. El derecho penal tendrá como fundamento el 
respeto a la dignidad humana.  
Artículo 2. Integración. Las normas y postulados que sobre derechos 
humanos se encuentren consignados en la Constitución Política, en los 
tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, harán parte 
integral de este código.” 
Y seguidamente, fieles a sus postulados de “integración” en materia penal, incluyen unas 
57 páginas de los tratados y/o convenios internacionales sobre estas materias, hasta lo 
referente a los “minusválidos” o discapacitados; para, luego, prescribir normas sobre los 
principios de las sanciones penales; las funciones de las penas; y, las funciones de las 
medidas de seguridad, y el Principio de Legalidad, como parte del cual, y 
sorprendentemente, se instituye la interpretación de las leyes penales POR 
ANALOGÍA. Así: 
“Artículo 3. Principios de las sanciones penales. La imposición de la pena o 
de la medida de seguridad responderá a los principios de necesidad, 
proporcionalidad y razonabilidad.  
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El principio de necesidad se entenderá en el marco de la prevención y conforme a las 
instituciones que la desarrollan.  
“Artículo 4. Funciones de la pena. La pena cumplirá las funciones de 
prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social 
y protección al condenado.  
La prevención especial y la reinserción social operan en el momento de la ejecución de la 
pena de prisión.  
“Artículo 5. Funciones de la medida de seguridad. En el momento de la 
ejecución de la medida de seguridad operan las funciones de protección, 
curación, tutela y rehabilitación.  
“Artículo 6. Legalidad. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y 
con la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. La 
preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de 
tipos penales en banco.  
La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados.  
“La analogía sólo se aplicará en materias permisivas.” 
De modo que se tiene un jurídico-conceptual e ideológico-político sobre el sistema penal, 
en los países de habla hispana, a lo que se les ha tomado como referentes para esta breve 
estudio comparado, sobre la materia y objeto de esta investigación: ninguna de las 
legislaciones referidas, define lo que es delito, con lo que esta materia conceptual de la 
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esencia del Sistema, queda al arbitrio más libertino de la opinión pública, y hasta a los 
desaguisados de jueces, como el que motivó el presente estudi0o y cuyo pasaje 
anecdótico se refirió en la parte introductoria. 
2.1.2  Definiciones de Términos Básicos 
Acción: Acto o conducta derivado de la voluntad humana; y manifestado por hechos 
externos, positivos o negativos. 
Bien jurídico: Interés o valor estimado por el ordenamiento jurídico penal, como digno 
de tutela social y de sanción por medio de una pena, en caso de ser violado. 
Delito: Es la conducta típica, antijurídica y culpable, cuya sanción se encuentra prevista 
en el Código Orgánico Integral Penal 
Denuncia: Acto jurídico-procesal por medio del cual se lleva a conocimiento de la 
autoridad competente un hecho que podría constituir infracción sancionada con una pena. 
Derecho: Conjunto de normas que tienen un mandato imperativo y que conllevan la 
amenaza de una coacción o de una pena en caso de incumplimiento. 
Tipo penal: Es la descripción de la conducta humana prohibida a través de una norma 
específica que suele constar en la parte especial del Código Penal. 
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2.1.2.1  Conceptos 
Los términos jurídicos básicos que sustentan al contenido de  la presente investigación, se 
los conceptualiza bajo el sentido contextual y jurídico-doctrinario que se sustenta en la 
presente investigación; y se los define en términos personales de la siguiente manera: 
Presunción de inocencia: Principio jurídico-constitucional, que forma parte de los 
Derechos Fundamentales, según el cual toda persona debe ser reputada inocente y 
considerada así en el decurso del proceso  (penal en este caso) mientras no recaiga sobre 
el imputado o enjuiciado una sentencia condenatoria que declare su culpabilidad. 
Principio de seguridad jurídica: El que se desprende de la titularidad de derechos 
fundamentales de las personas, las mismas que deben ser resguardadas y garantizadas 
institucionalmente por todas las funciones del Estado; y, en cuanto concierne a la materia 
penal: estableciendo tipos penales cerrados y bien definidos; y observando todos los 
principios del debido proceso en el juzgamiento. 
Justicia: Principio filosófico que suele aplicarse a las normas de derecho, con el fin de 
hacer abstracción sobre los intereses reales que informan y sustentan al iuspuniendi; pues 
siempre existirá un sesgo conceptual, ya que, como dice (Pérez Guerrero, 1976, pág. 32): 
“Lo que es justo para el esclavista no lo es para el esclavo; ni lo que es justo para el Brahmán, lo 
es para el paria”. 
Pena: Castigo que se impone al sujeto activo de una infracción penal, por una conducta 
típica, antijurídica, imputable y culpable, luego del debido proceso seguido en contra y 
por medio de una sentencia ejecutoriada. 
Derechos fundamentales: Los que se han instituido de manera universal, desde el 17 de 
diciembre de 1948, como Derechos Humanos por la Asamblea General de la 
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Organización de las Naciones Unidas, y que deben formar parte de la legislación interna, 
tanto constitucional como específica, penal, en lo que concierne al tema de esta tesis. 
Detención: Acto pre-procesal que se ordena con simples fines investigativos. 
Error: El equívoco sobre una situación, hecho o acto del entorno material; y que puede 
tener relevancia jurídica, conforme a determinados supuestos hipotéticos del 
ordenamiento legal positivo. 
Jurisdicción: Se llama jurisdicción a la potestad jurídica que tiene el Estado para juzgar 
en caso de una transgresión legal. 
Política criminal: Lineamientos que establece el estado, luego de determinar su escala de 
valores ideológicos, religiosos y filosófico-jurídicos, para establecer las conductas 
desvaloradas y prohibidas por el ordenamiento positivo-penal. 
Régimen de derechos: Conjunto de normas constitucionales cuya vigencia y aplicación 
son integrales, y que prevalecen por sobre otras leyes para su aplicación directa por parte 
de toda autoridad judicial, administrativa o legislativa. 
2.2  Hipótesis: 
La indefinición de aquello que constituye el delito dentro de la institucionalidad jurídica 
del país y como objeto material para el juzgamiento del mismo, es más que un simple 
problema cognoscitivo, pues determina un ámbito de inseguridad jurídica, y de 
violaciones de los más elementales derechos constitucionales de las personas; ya que, 
nadie estaba obligado a observar la estructura compleja delos elementos del delito y a 
analizarlos, conforme a derecho, dentro de un debido proceso. 
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De allí que la definición de delito, establecida en el nuevo Código orgánico Integral 
Penal, constituye una verdadera renovación teórico-conceptual para la seguridad jurídica 
de la ciudadanía y de todas las personas en general. 
Es necesario, por consiguiente, profundizar y desarrollar el conocimiento de esta entidad 
jurídica llamada delito; y que por fin se lo define en el nuevo cuerpo jurídico penal 
positivo de la legislación ecuatoriana. 
2.3  Variables 
2.3.1  Variable Independientes: 
La renovación teórico-conceptual del delito, establecida por medio de la definición que se 
da de dicha institución, en el nuevo código orgánico integral penal -COIP-. 
2.3.2  Variable Dependientes 
La disposición jurídico-sistemática de todo el ordenamiento jurídico-penal, del Régimen 
de Derechos, y de la seguridad jurídica que se desprenderá de la renovación teórico 
conceptual del delito, establecida en el COIP. 
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CAPITULO III.  
METODOLOGIA 
3.1  Tipos de investigación 
3.1.1  Investigación bibliográfica 
Para este efecto se ha hecho la consulta exhaustiva de fuentes secundarias, esto es, de las 
obras de los autores más connotados en las materias relativas a los contenidos de la 
investigación propuesta. 
Para la recolección de los datos, planteamientos centrales referentes al tema y referencias 
bibliográficas pertinentes, se ha recurrido a los siguientes instrumentos: 
a) Fuentes bibliográficas: libros y tratados que se han citado oportuna y 
pertinentemente; y, 
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b) Fuentes Hemerográficas provenientes de revistas especializadas y artículos 
periodísticos inherentes a los subtemas tratados. 
3.1.2  Investigación de campo 
La investigación de campo se ha desarrollado en la ciudad de Quito, y ha servido para 
construir la realidad estudiada y relacionarla con el objeto o hecho jurídico investigado. 
De este modo se ha recopilado la información empírica sobre la base de aquella realidad. 
3.1.3  Investigación histórica 
Mediante este tipo de investigación se ha debido reconstruir múltiples aspectos y 
contenidos de la legislación penal anterior, correspondiente a los contextos evolutivos de 
las Políticas Penales, de los varios Sustentos Jurídico-Doctrinarios, de las llamadas 
“Escuelas Penales” y de la conformación del Derecho Penal de 1938, el mismo que 
todavía se halla vigente. 
3.1.4.  Investigación descriptiva 
Esta investigación, en cambio, ha permitido conocer los aspectos predominantes del 
problema jurídico que había permanecido como oculto, a pesar de que parecía muy obvio 
el hecho de que en el cuerpo positivo penal del país no existiera una definición de su 
objeto, es decir: no existía ni siquiera la definición de delito. 
De allí que la investigación descriptiva ha permitido examinar estos contenidos del 
problema, definirlo, formular la hipótesis correspondiente; y elegir las fuentes para la 
elaboración del Maco Teórico en que se ha fundamentado este trabajo. 
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3.2  Población o muestra 
En vista de que se trata de una investigación jurídico-doctrinaria, a más del sustento 
jurídico y teórico de las fuentes bibliográficas anotadas, se ha estimado como población 
universal, que considera a todos los destinatarios de las normas penales; pero de ellos, 
como la investigación se ha realizado en la ciudad de Quito, se toma como población a 
estudiantes de derecho, profesionales del derecho, jueces, auxiliares de la función judicial 
y procesados. 
De esa población anotada, se ha tomado como muestreo a ciento cincuenta (150) personas 
entre quienes se realizaron las correspondientes encuestas, para la investigación de 
campo, dentro de la ciudad de Quito. Tal muestra, seleccionada por el sistema aleatorio, 
se la ha desglosado de la siguiente forma: estudiantes de derecho, 80; profesionales del 
derecho, 50; jueces, 5; auxiliares de la función judicial, 5; y, procesados 10. 
Tabla 1 
Determinación de la Muestra de Investigación. 
POBLACIÓN MUESTRA PORCENTAJE 
Estudiantes de derecho,  80  53.3% 
Profesionales del derecho 50 33.3% 
Jueces 5 3.3% 
Auxiliares de la función 
judicial 
5 3.3% 
Procesados 10 6.6.l% 
TOTAL 150 100% 
Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2014-05-15 
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Análisis.- Debido a que la investigación realizada no supera la población de 150 
personas, no es necesario contar con una fórmula que permita obtener la muestra, 
aumentando el margen de seguridad y reduciendo al mínimo el margen de error, por lo 
que la fiabilidad de los datos recolectados se presentan de forma sólida, segura y 
confiable.  
3.3  Método  
La Metodología es el instrumento que enlaza el sujeto con el objeto de la investigación. 
Así sin la metodología es casi imposible llegar a la lógica que conduce el conocimiento 
científico, en el desarrollo del presente trabajo investigativo para la elaboración de la tesis 
se emplearon los siguientes métodos: 
3.3.1  Método Científico 
Afirma,   (Ossorio, 2000, pág. 620) 
“Es la suma de los procedimientos lógicos para la investigación de las 
causas y de los fines del derecho, para el conocimiento e interpretación de 
sus fuentes, para la estructura de sus textos positivos y técnicos y para su 
enseñanza y difusión” 
3.3.2  Método Inductivo 
El método se estudia en un estudio individual de los hechos y se formulan conclusiones 
universales que se postulan como leyes, principios y fundamentos de una teoría. 
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Como manifiesta (Gómez, 2006) 
Consiste en basarse en enunciados singulares tales como descriptores de los 
resultados de las observaciones o experiencias para plantear enunciados 
universales, tales como hipótesis y teorías. 
3.3.3  Método Deductivo 
Es el procedimiento metodológico fundamental, (Cabanellas, 2000, pág. 255 y 256) 
“La deducción emplea los cometidos de las teorías demostradas como 
científicas en la explicación del objeto o fenómeno que se investiga. En 
términos más simples, la deducción consiste en partir de una teoría general 
para explicar hechos o fenómenos particulares”.  
3.3.4  Método Epistemológico  
Es el estudio de la producción y de la validación del conocimiento científico. Su función 
es analizar los preceptos que se emplean para justificar los datos científicos, considerando 
los factores sociales, psicológicos, y hasta históricos que entran en el tema. 
3.3.5  Método Analítico Sintético 
Estudia los hechos, partiendo de la descomposición que es objeto del estudio en cada una 
de sus partes para estudiarlas en forma individual, y luego se integran esas partes para 
estudiarlas de manera sintética. 
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3.3.6  Técnicas 
3.3.6.1  Observación 
Pues esta técnica va tomando mayor relevancia y su uso continuo tiende a generalizarse 
permitiendo así obtener información directa, segura, fidedigna, empleando 
procedimientos  sistematizados y muy controlados, siendo que tiene como finalidad 
captar los procesos sociales en su integridad.  
3.3.6.2  Entrevista  
Esta Técnica está orientada a tomar contacto directo con las personas que se consideran 
fuente de información porque con la misma se puede profundizar la información que es 
objeto de estudio. 
3.3.6.3  Encuesta  
Es una de las técnicas de recolección de información más usadas se fundamenta en los 
cuestionarios realizados en forma previa, con el propósito de obtener información de las 
personas informantes a quienes se realizó la técnica de la encuesta. 
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3.3.7  Instrumentos 
3.3.7.1 Diario de Campo    
Esta Técnica profesional se la utiliza para registrar toda la actividad que diariamente 
cumple el profesional. 
3.3.7.2 Formulario de Cuestionario 
Este es un proceso cuidadosamente estructurado para recolectar información a través de 
una serie de preguntas.  
En la Presente investigación se utilizó el siguiente cuestionario e preguntas que se preparó 
un formato de encuesta, con preguntas cerradas, contenidas en un formulario; y son las 
siguientes: 
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Formulario No. 1 
Cuestionario dirigido a Estudiantes de Derecho, Profesionales del Derecho, Jueces 
de Garantías Penales, Auxiliares de la Función Judicial y ha Procesados. 
Contenido: 
PREGUNTA 1-. ¿Sabía que el Código Penal, que todavía está vigente, no define lo que 
es delito? 
SI ( )    No ( ) 
PREGUNTA 2.- ¿Estima usted que era correcto el hecho de que un cuerpo legal que tata 
de los delitos, no defina en qué consiste el delito? 
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 3.- ¿Cree usted que al no estar definido lo que es delito, en el Código 
Penal, la determinación de éste quedaba al arbitrio de los miembros del sistema judicial?  
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 4.- ¿Sabía usted que en los partes policiales, los agentes investigadores, 
determinaban el delito que había cometido la persona aprehendida? 
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 5.- ¿Sabía usted que los partes policiales en materia del llamado tráfico de 
drogas, hacían prueba plena en el juicio y eran irrefutables? 
   Sí ( )    No ( ) 
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PREGUNTA 6. ¿Sabía usted que la validez irrefutable de los partes policiales, en los 
procesos por tráfico de drogas, violaba todo principio constitucional?  
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 7-. ¿Sabía usted que fue declarada inconstitucional la validez irrefutable de 
los partes policiales en materia del tráfico de drogas? 
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 8.- ¿Cree usted, que la falta de definición de lo que es delito, existente en el 
Código Penal, era violatorio a los derechos constitucionales?  
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 9. ¿Sabe usted que el nuevo Código Orgánico Integral Penal sí define lo 
que es delito? 
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 10.- Cree que la definición de delito, que hoy consta en el nuevo Código 
Orgánico Integral Penal, brinda seguridad jurídica a las personas? 
   Sí ( )    No ( ) 
 
Investigadora: Mayra Gioconda Analuisa M. 
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3.4  Recolección de Información  
El presente trabajo investigativo se lo realizo tomando en cuenta las siguientes etapas. 
Revisión de las fuentes de información tales como: bibliográficas, autores, expertos, 
profesionales, estudiantes sobre el derecho Penal y todo lo que engloba con la concepción 
teórica conceptual sobre el delito.  
Delimitación de la población objeto de estudio: detectar la medula de personas a las que 
se aplicó los instrumentos de investigación para detectar el problema. 
Elaboración del Instrumento: creación  del esquema de preguntas de preguntas que se 
realizó en la población objeto de estudio y que  consecuentemente arrojo un resultado 
lógico. 
Aplicación de Instrumentos: es la recolección de datos mediante la aplicación del 
instrumento  de investigación a la población objeto del estudio. 
Procesamiento y análisis de resultados: Una vez obtenido los datos mediante la aplicación 
de los instrumentos de investigación, los mismos fueron ordenados en un cuadro o tabla 
de representación. 
Se obtuvo también un gráfico estadístico. Mediante el cual se pretende indicar las 
conclusiones y balances que se llegue aplicar en el instrumento de investigación.  
Discusión de los resultados: la interpretación de los resultados dio pasa a la comparación 
determinando conclusiones parciales. 
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Conclusiones y recomendaciones: son producto del desarrollo del marco teórico, más la 
suma del diagnóstico efectuado y la puesta en escena de la aplicación del instrumento de 
investigación. 
Elaboración de la propuesta: Con todos los análisis y resultados previos se procede a 
diseñar una propuesta que permita solucionar el problema. 
Es la parte más relevante en relación que se genera un desarrollo práctico del tema 
investigado y por ende es una metodología real. 
3.5  Procesamiento y análisis de la información. 
El tipo de análisis de datos realizado depende de su integridad de los datos que se hayan 
recolectado, que son consecuentes de los instrumentos seleccionados, por ende debe 
existir una coherencia lógica en la investigación. 
De esta manera llego a la conclusión de que sin un debido procesamiento y análisis de 
información se corre el riesgo de llegar a obtener conclusiones débiles y carentes de 
confiabilidad. 
Para una mejor concepción toda la información obtenida debe ser procesada de una 
manera uniforme y ordenada. Así, de utiliza la elaboración de representaciones gráficas, 
de tablas elaboradas con el fin de objetivizar  los resultados cuantitativos.  
Se utilizara también tabulaciones como la tabla de referencia de un solo sentido, la que 
permitió visibilizar el número de encuestados que dieron una respuesta a cada pregunta. 
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Las representaciones graficas de los datos utilizan imágenes en lugar de tablas para 
presentar los resultados de la investigación y es lo que también se produjo. 
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CAPÍTULO IV.  
ANALISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1  Formulario No. 1 
PREGUNTA 1-. ¿Sabía que el Código Penal, que todavía está vigente, no define lo que 
es delito? 
SI ( )    No ( ) 
PREGUNTA 2.- ¿Estima usted que era correcto el hecho de que un cuerpo legal que tata 
de los delitos, no defina en qué consiste el delito? 
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 3.- ¿Cree usted que al no estar definido lo que es delito, en el Código 
Penal, la determinación de éste quedaba al arbitrio de los miembros del sistema judicial?  
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 4.- ¿Sabía usted que en los partes policiales, los agentes investigadores, 
determinaban el delito que había cometido la persona aprehendida? 
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   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA  5.- ¿Sabía usted que los partes policiales en materia del llamado tráfico de 
drogas, hacían prueba plena en el juicio y eran irrefutables? 
   Sí ()    No () 
PREGUNTA 6 .¿Sabía usted que la validez irrefutable de los partes policiales, en los 
procesos por tráfico de drogas, violaba todo principio constitucional?  
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 7-. ¿Sabía usted que fue declarada inconstitucional la validez irrefutable de 
los partes policiales en materia del tráfico de drogas? 
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA  8.- ¿Cree usted, que la falta de definición de lo que es delito, existente en 
el Código Penal, era violatorio a los derechos constitucionales?  
   Sí ( )    No ( ) 
PREGUNTA 9. ¿Sabe usted que el nuevo Código Orgánico Integral Penal sí define lo 
que es delito? 
   Sí ()    No () 
PREGUNTA 10.- Cree que la definición de delito, que hoy consta en el nuevo 
Código Orgánico Integral Penal, brinda seguridad jurídica a las personas? 
   Sí ()    No () 
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4.1.1  Análisis  e interpretación de datos obtenidos en las encuestas 
Pregunta 1: ¿Sabía que el Código Penal, que todavía está vigente, no define lo que es 
delito? 
Tabla 2 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 139 92.67% 
No 11 7.33% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Gráfico 1 
 
       Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De los resultados se puede inferir que el 92,67% de los encuestados sí sabía que el 
Código Penal, aún vigente, no define lo que es el delito, mientras que el 7.33% 
desconocía esto. 
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Pregunta 2: ¿Estima usted que era correcto el hecho de que un cuerpo legal que trata de 
los delitos, no defina en qué consiste el delito?  
Tabla 3 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 3 2% 
No 147 98% 
Total 150 100% 
       Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Gráfico 2 
 
   Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de resultados 
Podemos apreciar en los resultados de la gráfica que el 98% de los encuestados estima 
incorrecto que un cuerpo legal que trata de los delitos no defina en qué consiste el delito, 
mientras que apenas un 2% de ellos lo considera correcto. 
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Pregunta 3: ¿Cree usted que al no estar definido lo que es delito, en el Código Penal, la 
determinación de éste quedaba al arbitrio de los miembros del sistema judicial?  
Tabla 4 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 148 98.67% 
No 2 1.33% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Grafico 3 
Gráfico 3 
 
     Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De estos resultados se puede inferir que el 98,67%de los encuestados considera que al no 
definir lo que es delito en el Código Penal, su determinación quedaba al arbitrio y criterio 
de los miembros del sistema judicial trayendo implicaciones de las más diversas y una 
completa inseguridad jurídica, mientras que un 1.33% afirma que su determinación no 
quedaba al arbitrio de los miembros del sistema judicial. 
92 
 
Pregunta 4: ¿Sabía usted que en los partes policiales, los agentes investigadores, 
determinaban el delito que había cometido la persona aprehendida? 
Tabla 5 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 93 62% 
No 57 38% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
Gráfico 4 
 
    Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De los resultados arrojados el 62% de los encuestados sí sabía que en los partes 
policiales, los agentes investigadores eran quienes determinaban el delito que había 
cometido la persona aprehendida, mientras que un 38% desconocía este hecho. Esta 
circunstancia, de un alto porcentaje que desconocía sobre este particular, debe 
desprenderse del hecho que entre los encuestados figuran un buen porcentaje de jóvenes, 
desconocedores del hecho; mientras que profesionales experimentados, sí tuvieron 
relación con dichas experiencias. 
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Pregunta 5: ¿Sabía usted que los partes policiales en materia del llamado tráfico de 
drogas, hacían prueba plena en el juicio y eran irrefutables? 
Tabla 6 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 139 92.67% 
No 11 7.33% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Gráfico 5 
 
    Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De la gráfica de los resultados se puede inferir que el 92.67% de los encuestados sí sabía 
que los partes policiales en materia del llamado tráfico de drogas, hacían prueba plena en 
un juicio y eran irrefutables, mientras que el 7.33% de los encuestados desconocía esto. 
También estas respuestas reflejan el desconocimiento “histórico-jurídico” de la norma en 
mención, porque en tiempos actuales, la mencionada disposición legal ha sido derogada. 
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Pregunta 6: ¿Sabía usted que la validez irrefutable de los partes policiales, en los 
procesos por tráfico de drogas, violaba todo principio constitucional? 
Tabla 7 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 150 100% 
No 0 0% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Gráfico 6 
 
     Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De los resultados podemos inferir que el 100% de los encuestados afirma saber que la 
validez irrefutable de los partes policiales, en los procesos de tráfico de drogas, sí violaba 
todo principio constitucional; esta inferencia lógico-jurídica de los encuestados demuestra 
una buena asimilación conceptual sobre el debido proceso. 
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Pregunta 7: ¿Sabía usted que fue declarada inconstitucional la validez irrefutable de los 
partes policiales en materia del tráfico de drogas 
Tabla 8 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 142 94.67% 
No 8 5.33% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Gráfico 7 
 
Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De los resultados que se aprecian en la gráfica se puede inferir que el 94.67% de los 
encuestados afirma saber que fue declarada inconstitucional la validez irrefutable de los 
partes policiales en materia del tráfico de drogas, mientras que el 5.33% de los 
encuestados desconocía este hecho. 
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Pregunta 8: ¿Cree usted, que la falta de definición de lo que es delito, existente en el 
Código Penal, era violatorio a los derechos constitucionales? 
Tabla 9 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 4 2.67% 
No 146 97.33% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Gráfico 8 
 
     Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De la gráfica de resultados podemos inferir que el 97.33% de los encuestados no estima 
que la falta de definición en del Código Penal de lo que es delito, haya sido violatorio a 
los derechos constitucionales, mientras que solamente un 2,67% de los encuestados 
estima que esta falta de definición sí era violatoria a los derechos constitucionales. La 
respuesta no deja de extrañar, pues, al foro ecuatoriano se le había acostumbrado a que no 
exista definición de delito, y que ese hecho le pareciera normal, y hasta jurídicamente 
válido. 
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Pregunta 9: ¿Sabe usted que el nuevo Código Orgánico Integral Penal sí define lo que es 
delito? 
Tabla 10 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 118 78.67% 
No 32 21.33% 
Total 150 100% 
        Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Gráfico 9 
 
Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De los resultados arrojados, el 78.67% afirma saber que el nuevo Código Orgánico 
Integral Penal sí define lo que es delito, mientras que el 21,33% aún desconoce la 
existencia de la definición de delito dentro de este nuevo Código, lo cual demuestra que 
hasta la fecha en que se realizó la investigación de campo, las personas encuestadas no 
habían revisado las disposiciones del nuevo Cuerpo Penal, y si lo hicieron, no tomaron en 
cuenta este detalle trascendente, para el ordenamiento positivo-penal del país, y para su 
seguridad jurídica. 
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Pregunta 10: ¿Cree que la definición de delito, que hoy consta en el nuevo Código 
Orgánico Integral Penal, brinda seguridad jurídica a las personas? 
Tabla 11 
OPCIONES NÚMERO DE 
ENCUESTADOS 
PORCENTAJE 
Sí 145 96.67% 
No 5 3.33% 
Total 150 100% 
       Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
Gráfico 10 
 
Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 2013-06-01 
 
Interpretación de Resultados 
De los resultados arrojados se puede inferir que el 96.67% sí estima que la definición de 
delito, que hoy consta en el nuevo Código Orgánico Integral Penal, brinda seguridad 
jurídica a las personas, mientras que apenas un 3.33% opina lo contrario, de modo que 
una vez puesta en evidencia el hecho, las personas encuestadas consideran que sí tiene 
trascendencia y que tal definición del delito, sí bridará seguridad jurídica a los (as) 
ciudadanos (as). 
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CONCLUSIONES 
En la presente investigación se ha podido llegar a las siguientes conclusiones:  
1. En la realidad jurídica-positiva del país ha ocurrido que el Código Penal de 
1938, que todavía se halla vigente, y lo estará hasta el 10 de agosto del 
presente año 2014, habla de “delitos” y de “delincuentes”, en la forma más 
liviana e indiscriminada, sin determinar en ninguna de sus normas en qué 
consiste, o de qué se trata, o a qué se denomina delito; con esta omisión se 
conservaba lo injusto del sistema penal impuesto por el feudalismo teocrático 
en las Colonias americanas; y se demostraba que, desgraciadamente, el país 
seguía siendo heredero de aquel “Sistema” inquisitivo, oprobioso e infamante. 
2. Al omitirse la definición de delito en el Código Penal de 1938, todo se dejó al 
supuesto “arbitrio de la doctrina”, lo que significaba penalizar a los seres 
humanos según el criterio jurídico, o antijurídico, que asuman los juzgadores, 
conforme a sus creencias, a sus percepciones y/o a sus adherencias respecto a 
tal o cual ideología u orientación filosófico-criminal. 
3. Esa falta de definición legal sobre la entidad jurídica denominada delito, pero 
que jurídicamente no se sabe qué es, ni en qué consiste, desemboca en 
consecuencias mucho más graves, pues, el Código Penal de 1938 comienza 
estableciendo en su artículo primero que “Leyes penales son todas las que 
contienen algún precepto sancionado con la amenaza de una pena”; y, luego, por 
medio del artículo 13 determina que quien “se incurrirá en la pena señalada para 
la infracción resultante, aunque varíe el mal que el delincuente quiso causar”; esto 
significa, entonces, que se está imponiendo un concepto implícito de delito 
por el resultado, sin voluntad del autor, sin dolo, sin consciencia; y, en el 
fondo: un delito sin conducta. 
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4. La no definición de lo que es delito, por parte del cuerpo jurídico positivo de 
1938, significaba establecer algo peor que una tipicidad penal en blanco, 
puesto que si bien se determinaban las conductas típicas en la Parte especial 
del Código, en cambio la materialización del delito en sí, como concepto 
intrínseco, como entidad jurídica concreta, quedaba al arbitrio de quien 
juzgaba; y, para él (o ella) el delito podía ser cualquier cosa que encajara 
dentro del criterio de imputación, incluso estigmatizante, bajo los 
fundamentos lombrosianos, de los signos anatómicos de la persona procesada. 
5. El hecho de la estigmatización lombrosiana era mucho más evidente aún, 
cuando el Código de Procedimiento Penal de 1983, anterior al vigente desde 
el año 2000, exigía que como “prueba de descargo” se someta al procesado a 
un examen bio-métrico y psiquiátrico-evolutivo, por parte del Instituto de 
Ciencias Criminales de alguna Universidad o centro de salud. ¡¡¡Y esta era la 
“prueba” determinante de la “peligrosidad” del sujeto sindicado en el 
juicio!!!: determinante para imponerle la condena, toda vez que no había 
logrado “probar su inocencia”. 
6. Aquel sistema incriminatorio implica un enrevesamiento absoluto del sistema 
jurídico-penal. Por estas razones es que el maestro Eugenio Raúl Zaffaroni 
señala que el sistema penal se encamina a sancionar a los más pobres, pues 
quien tenía para pagar en el entramado del sistema, a policías, peritos o 
instituciones “especializadas” que hagan los mencionados análisis, tenía 
condiciones para salir exculpado aunque fuera culpable; pero, una persona 
pobre, ni siquiera tenía acceso a los exámenes, aunque en la realidad eran 
gratuitos, pero, en los juzgados de lo penal no de despachaban los pedidos, 
precisamente por los prejuicios lombrosianos que pesaban en contra del 
procesado. (Y, claro, había que pagar para que despachen lo solicitado 
procesalmente). 
7. De hecho, si se analizan las disposiciones  concretas del Código Penal de 
1938, resulta incuestionable su adherencia al positivismo lombrosiano más 
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primitivo, es decir: al concepto jurídico del “delincuente sin acto”; y al de un 
indefinido “delito” que va a estar determinado por “todas las normas que 
contengan algún precepto sancionado con la amenaza de una pena”; y fue así 
es cómo, efectivamente, ha ocurrido en la realidad jurídico-penal del país, 
bajo la normativa jurídica del Código Penal de 1938: que hay sanciones 
penales impuestas a través de las leyes de hidrocarburos, la ley de caminos, la 
ley de régimen municipal, la ley de aduanas (ya derogada), las leyes 
tributarias, las denominadas leyes penales policiales y leyes penales militares, 
etc. “Basta que contengan algún precepto sancionado con la amenaza de una 
pena”, para que esa norma sea penal, y se considere, ya, confrontada la 
“trilogía” que se expone en la Parte Introductoria de dicho Código Penal: “el 
delito”, “el delincuente” y “la pena”. 
8. Es incuestionable, por consiguiente, la inseguridad jurídica generalizada que 
se había instituido en el país, por medio la no definición de lo que es delito, a 
través del Código Penal de 1938. Entonces, se podía sancionar lo que quiera, 
bastaba que existiera la norma sancionatoria, el supuesto “delincuente” y la 
sanción penal venía por añadidura para cerrar la famosa trilogía del 
“delincuente, el delito y la pena”, que el legislador penal de 1938, establece 
como principio jurídico doctrinario y motriz. 
9. Bajo la indefinición de aquello que constituye el delito como entidad jurídica, 
según el Código penal de 1938, se podía penalizar lo que quiera; y, por ello 
hasta se penalizaba la simple  situación de pobreza y/o de desempleo, que 
hubiese puesto a dichas personas en condiciones de no poder probar el origen 
de sus ingresos de simple subsistencia; y por ello el artículo 547 del dicho 
Código, se disponía que ellos serán considerados individuos de reconocida 
conducta delictuosa, tanto más si se los aprehende y se “los registra”, como 
tales (como desocupados), en las Oficinas de Seguridad del Estado. ¡He ahí: el 
delito sin acto, sin conducta, sin acción de ninguna naturaleza o especie! Se 
sanciona la simple condición humana de desempleado. 
102 
 
10. El no haber definido lo que es delito en el Código Penal de 1938, bajo el 
supuesto hipotético de que no se adscribe a ninguna de la “Escuelas Penales” 
y con el argumento de que “ha observado con atención creciente y lo ha 
practicado acatando las recomendaciones de la dilatada y multifasética (sic!) 
doctrina y los sabios consejos del Derecho Comparado, siempre a medida de sus 
recursos y en armonía con la realidad de su ambiente”, ha constituido una forma 
de evadir la responsabilidad legislativa y de implantar, el positivismo más 
craso, a través de la tipicidad penal, conforme queda demostrado. 
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RECOMENDACIONES 
1. El foro ecuatoriano y la academia jurídica del país, con la Facultad de 
Jurisprudencia de la Universidad Central del Ecuador como centro de esta 
materia, deberá asumir con sentido crítico las falencias que se han derivado de 
la inexistencia de una definición legal durante tres cuartos de siglo en la vida 
jurídico-penal del país; y el haber aceptado, de forma resignada y pasiva, una 
situación semejante; pues, un hecho tan obviamente antijurídico debió haber 
sido cuestionado por toda la academia del país, y, con mayor razón, por 
nuestra Facultad que siempre ha sido la avanzada del pensamiento en todos 
los ámbitos del saber, a través de la historia, como cuna formadora de grandes 
profesionales y pensadores de la historia nacional. 
2. Se debe emprender en una cruzada de análisis jurídico doctrinario, para que 
no queden, simplemente, sepultadas en el olvido las antijuridicidades y 
sistemáticas violaciones de los Derechos Humanos, a los que fueron 
sometidos (as) los (as) ciudadanos (as) del Ecuador como efecto de la no 
definición de delito por parte del Código Penal de 1938. 
3. Solamente a partir de la constatación de los errores cometidos en el pasado, se 
pueden sacar las lecciones correspondientes para el presente; y el pasado del 
sistema penal ecuatoriano, es lo suficientemente oprobioso como para dejarlo 
sepultado sin más, de allí  que el análisis que aporta esta investigación, 
puede convertirse en una modesta semilla, cuyos puntos de vista no se los 
considera absolutos ni irrebatibles, se debe, por consiguiente abrir el debate 
sobre las materias tratadas en esta temática, entre otras cosas: para que no 
vuelva a resurgir el Estado Delincuencial que promovió, ejecutó y garantizó el 
más horrendo atraco bancario del siglo XX. 
4. Ya no es posible, y ahora ni constitucionalmente permitido, que se siga 
juzgando delitos, sin saber en qué consiste esta entidad jurídica, 
104 
 
estigmatizante, intimidatoria, vilipendiosa, humillante y segregacionista. Por 
ello, la definición de delito en un cuerpo legal positivo, como el Código 
Orgánico Integral Penal, que entrará en vigencia el 10 de agosto de 2014, era 
tan urgentemente indispensable. 
5. NO se debe permitir para la legitimidad jurídica de un Estado Constitucional 
de Derecho, y peor aún si es un Estado “De Derechos y De Justicia”, la 
subsistencia de un sistema legal penalizador que ni siquiera tenga definido en 
su cuerpo jurídico fundamental lo que es el delito. Esto que parece tan obvio, 
se había omitido, preconcebidamente, en el Código Penal de 1938, bajo el 
supuesto de “neutralidad ante las distintas escuelas penales”. 
6. No era permisible que continúe dentro de un Estado de Derechos y de Justicia, 
como el que se ha instituido en el país una indefinición material objetiva de lo 
que es delito. El Régimen de Derechos y sus principios de aplicación no 
permiten que se mantenga un día más aquel sistema oprobioso de penalización 
por medio del estigma, del segregacionismo y de una feria de “los titiriteros de 
las legislaturas los que al crear las figuras delictivas –declaradas dañosas cuando 
afectan los intereses de las minorías– los que inventan al criminal”, a los que alude 
el doctor Edmundo René Bodero. 
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CAPÍTULO V.  
LA PROPUESTA 
Título: 
“LA RENOVACIÓN TEÓRICO-CONCEPTUAL DEL DELITO EN EL NUEVO CÓDIGO 
ORGÁNICO INTEGRAL PENAL -COIP-”. 
5.1  Justificación 
La propuesta se justifica porque evidencia el problema jurídico acuciante y fundamental 
que se había generado en la vida del país, por la falta de definición del Código Penal de 
1938, sobre aquello que constituye el delito. 
Por consiguiente, la propuesta tiene como finalidad entregar su aporte teórico-jurídico a 
las ciencias penales, y al régimen penal jurídico-positivo del país, pues, se ha probado, 
con hechos incuestionables cómo es que la falta de definición legal sobre lo que es delito, 
ha dado pábulo para que en el país impere la anarquía en el manejo y en la aplicación 
normativa de la tipicidad penal, de su procesamiento, de la concepción misma del delito, 
que quedaba al arbitrio de los juzgadores, concepción que, por lo general era mal formada 
o interesadamente aplicada. 
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En consecuencia, la presente propuesta tiene un contenido práctico-objetivo, o concreto-
operativo, no solamente por su fundamentación que servirá para la nueva comprensión 
jurídica de los elementos estructurales del delito, que ahora quedan firmes, claros y 
expresos a través de la definición de delito que se establece por medio del artículo 18 del 
Código orgánico Integral Penal. 
Por consiguiente, la propuesta tiene su originalidad e innovación en cuanto al 
planteamiento jurídico y a las repercusiones prácticas, acordes con los lineamientos del 
Régimen de Derechos, en el Nuevo contexto del Estado de Justicia, establecido por la 
Constitución vigente. 
A partir de la presente propuesta, quedarán evidenciadas las distorsiones que se han dado 
en la realidad jurídica del país por la falta de definición sobre lo que es el delito, y se 
beneficiará la población entera del país, pues los fundamentos expuestos en esta 
investigación, permiten poner las cosas en su sitio, en su real dimensión, en sus 
verdaderos contenidos; y esto generará la posibilidad cierta de aplicar todos los principios 
universales del debido proceso. 
5.2  Objetivos 
5.2.1  Objetivo General 
Clarificar la trascendente importancia de haber definido en un cuerpo legal-positivo, 
como es el Código Penal, aquello que constituye la esencia misma de su objeto, o el 
hecho material que se constituye en delito, para que tal determinación no quede al simple 
arbitrio de los juzgadores, porque ello instituye, abiertamente, una completa inseguridad 
jurídica. 
107 
 
5.2.2  Objetivos específicos: 
a) Demostrar que el Código Penal de 1938, al no haber definido en qué consiste 
esa entidad jurídica llamada delito, mantuvo, en la práctica el más oprobioso 
sistema inquisitorial establecido desde los tiempos de La Colonia; 
b) Determinar el porqué era indispensable una definición legal, y expresa, del 
delito para que el sistema judicial pueda ajustarse a la normativa concreta 
determinada por la ley; y, 
c) Establecer la importancia y trascendencia jurídica del nuevo Código 
orgánico Integral Penal, al haber definido al delito; y, por medo de ello, 
haber garantizado la seguridad jurídica ciudadana. 
 5.3   Ubicación sectorial y física 
 El Derecho penal por ser una ciencia, cuyo objeto esencial es mantener la armonía social 
entre las comunidades, a través del ejercicio del ius puniendi a las personas que han 
ejecutado conductas que lesionan bienes jurídicos de terceros, es importante destacar que 
le Código Penal Vigente y en próximos meses el Código Orgánico Integral Penal es 
aquella herramienta encargada con el adjetivo penal de hacer posible aquel enunciado, ya 
que esta rige en toda la colectividad habitante en el territorio nacional.  
108 
 
5.4  Mapa 
 
Fuente: Instituto Geográfico Militar  
La renovación teórico Conceptual del delito en el nuevo COIP involucra a todo el 
territorio ecuatoriano.  
5.5  Caracterización de la ubicación sectorial y física 
Mi propuesta tiene una incidencia trascendente en la juridicidad de todo el territorio 
nacional ya que esta garantizara la transparencia del sistema penal en el Ecuador. 
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5.5.1   Beneficiarios 
5.5.1.1   Beneficiarios Directos  
Como Beneficiarios directos del presente proyecto de investigación se destacan las 
personas que por su conducta anti social merecen la intervención del estado a través de la 
norma respectiva para coaccionar un acto punible. 
5.5.1.2  Beneficiarios Indirectos  
 Se puede destacar como beneficiarios indirectos la sociedad ecuatoriana. 
5.6  Factibilidad 
5.6.1  Factibilidad Interna 
El hecho de que no haya existido una definición legal del delito, en el Código Penal de 
1938, bajo una supuesta neutralidad de adscripción sistemática-normativa hacia alguna de 
las corrientes jurídicas o escuelas penales de entonces, y que se encuentra en plena 
vigencia hasta hoy, ha provocado la más grande inseguridad jurídica dentro del sistema 
penal ecuatoriano. 
No es justificable, ni imaginable siquiera, que un cuerpo penal que, obviamente, trata 
sobre los delitos, no haya definido lo que es el delito, dejándolo todo al libre arbitrio, 
criterio o creencia de los juzgadores y de todos los funcionarios auxiliares del sistema 
penal, como son: desde un simple policía, pasando por los amanuenses, y, en aquel 
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entonces,  hasta por funcionarios administrativos del Ministerio de Gobierno (actual 
Ministerio del Interior), como eran los comisarios, intendentes o tenientes políticos. 
Es impensable, bajo la óptica del más mínimo sentido jurídico del Derecho, el imaginar 
siquiera que un cuerpo legal positivo llamado a sancionar delitos, no defina en qué 
consiste el delito. 
5.6.2  Factibilidad Externa  
Por ello, era indispensable una definición legal del delito; y este requisito obvio se ha 
cumplido con la expedición del nuevo Código Orgánico Integral Penal, el mismo que a 
través del artículo 18, en términos genéricos y amplios, pero muy precisos y ajustados 
con la ciencia jurídica moderna, define la infracción penal en los siguientes términos: 
“Infracción penal es la conducta típica, antijurídica y culpable cuya sanción 
se encuentra prevista en este Código.” 
De modo que en esta definición se resumen los conceptos jurídico-doctrinarios de la más 
moderna teoría del delito, sin dubitaciones, sin posibilidades de alteración, sin menoscabo 
de la seguridad ciudadana, y ante todo, sin dar la oportunidad de juzgadores inadvertidos, 
o no suficientemente preparados, para que sancionen por las apariencias o rasgos físicos 
del procesado, sino porque se hayan evacuado pruebas sobre la conducta del infractor, en 
estricta relación con los hechos que se le imputan; pero, ante todo: 
Siempre y cuando se pruebe, además, que dicha conducta, fue: típica, antijurídica y 
culpable. Es decir, se pone fin a la discrecionalidad judicial para la determinación del 
delito y todas las demás arbitrariedades que se han cometido en estos 75 años de vigencia 
de un Código Penal que no  definía al Delito, y que, desgraciadamente, seguirá en 
vigencia hasta el 10 de agosto del presente año 2014. 
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5.7  Descripción de la propuesta 
La propuesta no puede tener otra finalidad que sistematizar y formular los contenidos 
jurídico-doctrinarios del delito, a la luz de la definición legal expresa que trae el nuevo 
Código Orgánico Integral Penal; y su trascendencia imponderable para la nueva seguridad 
jurídica del país, dentro del Régimen de Derechos, del Estado de Derechos y de Justicia 
que se ha instituido en el país. 
Corresponderá, luego, a la academia, es decir a la Facultad de Jurisprudencia de la 
Universidad Central del Ecuador, como tradicional avanzada del pensamiento jurídico-
doctrinario del país, impulsar el esclarecimiento sobre este hecho trascendente para la 
historia jurídica ecuatoriana: el hecho de que se haya definido legalmente lo que es delito; 
y el hecho de que con ello se producirán las siguiente consecuencias: 
a) Se generará una incuestionable seguridad jurídica; 
b) Se pondrá fin a la arbitrariedad del sistema judicial; 
c) Se fijarán, en su real dimensión, los límites y competencias de los ejecutores 
normativos (entre otras cosas, los policías ya no estarán facultados para “calificar 
los delitos cometidos”); 
d) Se clarificará el objeto, elemento y contenido de la entidad que es materia del 
juzgamiento en la jurisdicción penal; y, 
e) Se garantizará, en todos sus aspectos y dimensiones jurídicas, los contenidos 
sustantivos y adjetivos del debido proceso. 
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5.7.1  Fases del Proyecto 
Tres han sido las fases generales de este Proyecto: 
a) Fase de Planificación: en la que se elaboró el correspondiente Plan de Tesis, y se 
lo puso a consideración del Instituto Superior de Investigaciones Jurídicas de la 
Universidad Central del Ecuador, el mismo que, luego del estudio y análisis 
correspondiente, lo aprobó para su ejecución; 
b) Fase de Ejecución: Esta fase se la ha cumplido luego de la nominación del 
correspondiente catedrático que se ha encargado de la Dirección de Tesis, bajo 
cuya guía, formación y revisión se ha culminado el trabajo investigativo; y, 
c) Fase de Entrega: El presente documento, como Tesis para optar por el título 
académico de Tercer Nivel, se entrega al Repositorio de la Universidad Central 
del Ecuador. 
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5.8  Cronograma de actividades 
Tabla 12 
MESES    Febrero Marzo Abril Mayo 
SEMANAS 1 2 3 4 1 
 
3 
 
2     
 
4 1    2 3 4 1 2 3 4 
Elaboración del protocolo del plan
  
x                
Aprobación  del plan  x               
Recopilación bibliográfica   x x             
Encuestas, entrevistas, observación     x            
Levantamiento de la información      x           
Análisis de la información      x           
Propuesta       x          
Elaboración del primer borrador        x x x x x x    
Revisión de borrador              x   
Elaboración final               x  
Empastado, anillado                x 
Revisión y defensa                x 
 
Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 
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5.9  Presupuesto 
Tabla 13 
PRESUPUESTO 
CONCEPTO UNIDAD VALOR UNITARIO VALOR TOTAL 
MATERIAL 20 50 1.000 
EQUIPOS 5 120 600 
GASTOS VARIOS 
POR SERVICIOS 
 
5 
 
150 
 
750 
IMPREVISTOS 10% 10% 235 
 
TOTAL 
   
$2585 
 
Elaborado por: Mayra Gioconda Analuisa M. 
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Impacto 
El impacto socio-jurídico es incuestionable porque una vez que se ha definido la entidad 
base de aquello que constituye la razón de ser de la legislación penal, esto es el delito, la 
sociedad entera gozará de mayor seguridad jurídica, porque no estará al arbitrio de la 
discrecionalidad de todo el sistema judicial, entre quienes se cuentan desde los policías, 
pasando por auxiliares de la Función Judicial, y terminando en los jueces que conocen la 
Etapa Intermedia y aquellos que integran los tribunales. 
Era muy obvio que si no existía una definición clara y objetiva de lo que es delito, todo 
quedaba librado a la apreciación del juzgador; y, cada quien, actuaba y resolvía conforme 
a su nivel de conocimientos o de apreciación de aquello que considere lo que es “delito”. 
De allí que este nuevo lineamiento jurídico del COIP, al haber definido con claridad 
meridana aquello que constituye el delito, los juzgadores deberán atenerse a esa 
definición legal. 
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